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Las ciudades están en el centro de las actuales dinámicas 

de seguridad y violencia en Colombia. Esto implica un 

fuerte contraste con relación al rol secundario del tema 

urbano en el proceso más importante para la seguridad 

en Colombia en los últimos años: el acuerdo de paz que 

terminó el conflicto armado con las Fuerzas Armadas 

Revolucionarias de Colombia (FARC-EP). 

Aunque este conflicto se centró fundamentalmente 

en las áreas rurales, su economía política se concentró 

y generó importantes efectos en las ciudades, en forma 

de grupos de apoyo, rutas cercanas y puntos de venta 

de cocaína, lavado de dinero y una variedad de gru-

pos armados ilegales que se alimentaban de la riqueza 

creada por el tráfico transnacional de drogas y el con-

sumo interno creciente en años recientes.1 La capital, 

Bogotá, así como otras ciudades medianas y grandes 

vinculadas a ella, enfrentan el desafío de diseñar polí-

ticas de prevención e intervención contra las redes 

delictivas y las vulnerabilidades socioeconómicas que 

permiten dinámicas de violencia e inseguridad.

Las implicaciones de estas amenazas no siempre se 

manifiestan a través de asesinatos y desplazamientos, 

que tienden a ser aspectos más visibles de la inseguri-

dad en las ciudades. Cuestiones de seguridad como el 

crimen organizado tienen implicaciones a largo plazo 

para el desarrollo socioeconómico de Bogotá y la gober-

nanza de espacios marginados, dándole una nueva 

mirada a retos que la capital ya venía enfrentando, por 

lo menos desde los años noventa.

El mensaje central de este informe es que las áreas de 

Bogotá más vulnerables a la violencia y la delincuen-

cia están vinculadas a un sistema urbano más com-

plejo que incluye aspectos como los servicios públicos, 

la movilidad, la infraestructura y en general todo el 

funcionamiento de la ciudad. Por lo tanto, lo que sucede 

en un área urbana tiene implicaciones para otras áreas 

debido a la naturaleza profundamente interconectada 

de las ciudades. Estos desafíos interdependientes, que 

abarcan varias áreas de políticas públicas, también se 

extienden hacia afuera de Bogotá, que cada vez tiende 

más a ser una ciudad en conurbación con municipios 

cercanos. A pesar de la percepción popular de que 

Bogotá está aislada de la dinámica del conflicto armado, 

la evidencia muestra que esta ciudad ha sido y conti-

nuará siendo profundamente afectada por los flujos ilí-

citos transnacionales y los grupos armados ilegales.

Para referir algunas de las recomendaciones del 

informe, las estrategias de seguridad deben relacionarse 

con los aspectos más críticos de desarrollo socioeconó-

mico y presencia institucional en las áreas urbanas, ya 

que sus debilidades han contribuido a alimentar las 

amenazas y los riesgos actuales. Por eso, el informe 

señala que la planificación del desarrollo económico 

nacional después del conflicto armado y la inversión 

del gobierno central en infraestructura de transpor-

tes deben tener en cuenta las brechas de gobernanza 

en el nivel municipal. Esas brechas toman la forma de 

territorios marginados, presencia institucional débil, 

conectividad deficiente y falta de oportunidades socia-

les y económicas. La evidencia que se muestra en este 

informe indica que esas vulnerabilidades son oportuni-

dades de entrada para actores ilícitos emergentes que 

eventualmente afectarán el progreso socioeconómico y 

la estabilidad de la ciudad de Bogotá.

Amenazas Sistémicas
Bogotá tiene el privilegio de ser un núcleo crucial para 

los intercambios comerciales, intelectuales, financieros 
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y demográficos de Colombia, pero esto también la sitúa 

en una posición vulnerable frente al crimen organizado 

transnacional. El desafío es complejo debido a su varia-

ción geográfica. Destacamos en este informe dos ame-

nazas que afectan el sistema urbano de Bogotá, es decir, 

con el potencial de perturbar varias instituciones, áreas 

y actividades:

 �Una es de carácter local, conformada por peque-

ñas pandillas localizadas en barrios marginales, 

generalmente operando a pequeña escala con 

tráfico de drogas y extorsión.2 

 � La segunda amenaza sistémica proviene de las 

economías ilícitas (especialmente el mercado de 

drogas) que conforma un vínculo entre estas pan-

dillas y una red mucho mayor de organizaciones 

delictivas con conexiones nacionales, regionales y 

transnacionales.

El impacto
Estas amenazas tienen un impacto sistémico: afectan 

áreas más allá de sus bases geográficas más eviden-

tes y tienen implicaciones para varias esferas de polí-

tica pública más allá de la seguridad. El impacto más 

amplio se agrupa en dos desafíos urbanos transversa-

les: el desarrollo socioeconómico de poblaciones mar-

ginadas y la gobernanza de espacios e instituciones 

urbanas. 

La inseguridad derivada de las amenazas identifica-

das anteriormente aumenta la fragmentación del terri-

torio urbano, generalmente de los más pobres, que se 

ven desproporcionadamente afectados por la extorsión, 

la violencia y el desplazamiento forzado intra y extra 

urbano. También afecta los servicios críticos para la 

conectividad, es decir, la capacidad de las personas para 

llegar a donde necesitan o acceder a los bienes, servi-

cios y oportunidades de ocio, empleo, educación, salud, 

negocios y otras actividades. Son visibles estos efectos 

en el transporte público y la educación de Bogotá, entre 

otros servicios e infraestructuras. 

Adicionalmente, el crimen organizado disminuye la 

capacidad del gobierno y sus instituciones para imple-

mentar políticas y hacer cumplir las leyes en todo el 

territorio municipal. Este es un impacto significativo en 

la gobernanza: la capacidad de un gobierno para ofrecer 

servicios, hacer las reglas y garantizar su cumplimiento.3

Finalmente, la terminación del conflicto armado 

con las FARC-EP trae nuevas preguntas en materia de 

reintegración de excombatientes, empleo y seguridad. 

Mientras que las autoridades entrevistadas para este 

informe divergen sobre la dimensión y el ritmo de la 

migración de los excombatientes de las FARC a Bogotá, 

hay evidencia preliminar de cierta violencia política 

relacionada con el postconflicto. 

También se estima que el 55% de los excombatien-

tes abandonaron las zonas rurales especiales desig-

nadas para la reintegración en actividades rurales, 

y es razonable anticipar que muchos de ellos van a 

procurar oportunidades económicas donde ellas son 

más numerosas - en ciudades.4 Una preocupación que 

puede tomar fuerza para las autoridades de Bogotá 

se relaciona con la seguridad física de los combatien-

tes desmovilizados, con dos de ellos ya asesinados en 

la capital – uno de los cuales era miembro del nuevo 

partido político de las FARC (Fuerza Alternativa 

Revolucionaria del Común). 

Las lecciones aprendidas de procesos previos de 

desmovilización y reintegración muestran el atractivo 

permanente e inevitable ejercido por los grandes cen-

tros urbanos como Bogotá para los combatientes des-

movilizados sin muchas opciones económicas. También 

muestran, desafortunadamente, la precariedad con que 

el asentamiento en las ciudades se lleva a cabo, prin-

cipalmente en áreas marginadas con pocos empleos y 

muchas presiones hacia el involucramiento en activi-

dades ilícitas, especialmente para los jóvenes. Esto está 

vinculado a las transformaciones del mundo ilegal: en 

ciudades, la fragmentación de grupos ilícitos y el incre-

mento de la demanda interna por cocaína; en las áreas 

productoras de coca, la continuación del planteo, pro-

ducción y transporte de coca y cocaína existentes antes 

del proceso de paz con FARC – lo que es ahora llamado 

el “reciclaje criminal”.5 

Sistemas urbanos
Este informe argumenta que el uso de un “enfoque sisté-

mico” ayuda a aclarar las principales interacciones entre 

las funciones de la ciudad (y las personas en ella) y sus 

roles en los desafíos de política pública. En otras pala-

bras, nos ayuda a entender cómo se conectan los dife-

rentes problemas y, por lo tanto, a concebir respuestas 
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transversales y multidisciplinarias, que aproximen los 

diferentes “silos” en el gobierno y la sociedad. Bajo este 

lente, el enfoque de una política de seguridad integral 

puede superar el enfoque en organizaciones armadas o 

territorios específicos, para analizar las relaciones entre 

actores, las comunidades y las funciones urbanas a las 

que requieren acceder. 

El enfoque sistémico6 se desarrolla en el Capítulo 

3 en el que argumentamos como el objetivo de una 

estrategia de seguridad basada en sistemas será el de 

aumentar los vínculos, o la conectividad, entre un área 

problemática y el resto del entorno urbano, mediante 

el desarrollo de un acceso seguro y eficiente a las opor-

tunidades y necesidades claves. Estas oportunidades y 

necesidades pueden variar de un contexto a otro, pero 

las que deben ser priorizadas son las que más afecten el 

desarrollo socioeconómico y la gobernanza de los espa-

cios problemáticos.

Esperamos que este informe pueda ayudar a esclare-

cer los vínculos en el sistema urbano de Bogotá y cómo 

las cuestiones de construcción de paz, seguridad, desa-

rrollo y gobernanza son inseparables en este escenario 

de trasformaciones después del conflicto armado. El 

informe tiene como objetivo contribuir al debate estra-

tégico, la práctica y la metodología de los responsables 

de la formulación de políticas públicas, los profesiona-

les de la seguridad, el sector privado y un público más 

amplio que participa en la búsqueda de soluciones para 

las zonas urbanas. Este es sin duda uno de los princi-

pales desafíos de América Latina en este siglo y será un 

elemento crítico para la prosperidad de Colombia en el 

postconflicto.
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El período de transición de Colombia del conflicto 

armado interno a la paz también es un tiempo de incer-

tidumbres. Tras el proceso de desarme que marcó el fin 

de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia 

(FARC-EP), en junio de 2017, el país está preparado 

para dos cambios críticos en el panorama de seguridad. 

Primero, y tal vez el cambio más obvio, es la reducción 

en la insurgencia y la guerra de guerrillas (salvo la que 

tiene que ver con el ejército de Liberación Nacional, 

ELN, todavía activo). Lo segundo, y menos claro, está 

relacionado con los cambios en una economía ilícita de 

un país que ha sido reconocido como el productor más 

grande de cocaína en el mundo,7 junto a otras categorías 

como el microtráfico, la minería ilegal y la extorsión.

Tampoco es muy clara la distribución geográfica que 

adoptarán los grupos armados y las redes criminales, 

lo que hace que no sea posible saber con precisión el 

enfoque territorial que deben tener las políticas públi-

cas para combatirlos. Mientras que las áreas rurales han 

estado en el centro de la planificación política del “post-

conflicto” (una palabra controversial en Colombia por 

las amenazas que representan el ELN y las disidencias 

de las FARC), incluso figurando como el primer punto 

de la agenda de negociación con las FARC-EP, son las 

áreas urbanas las que concentran una parte abruma-

dora de las actividades económicas y - quizás aún más 

importante- las oportunidades y aspiraciones sociales, 

políticas y económicas de un número cada vez mayor 

de colombianos. 

El país actualmente se enfrenta al mayor crecimiento 

anual de la población urbana (como porcentaje) entre 

las grandes economías de América Latina, con 1.47% 

(ver Gráfico 1).8 Colombia, por lo tanto, concentra varias 

tendencias que han sido consistentemente vinculadas 

al riesgo del incremento de la violencia urbana: rápida 

urbanización, conflicto cercano y transición de 

postconflicto).9

Bogotá, la ciudad más grande con ocho millones 

de habitantes (Medellín está en un segundo lugar con 

2.5 millones), ejemplifica la paradoja de zonas urbanas 

durante las décadas pasadas: se han ahorrado, en gran 

parte, el peso de la violencia relacionada con las guerri-

llas, pero, al mismo tiempo, están enfrentando riesgos 

más altos en muchas cuestiones críticas de seguridad 

producto de escenarios que se abrieron luego de la 

negociación con las FARC-EP. Como mostraremos en el 

Capítulo 1, los formuladores de políticas públicas y las 

instituciones del sector de seguridad (principalmente la 

Policía Nacional y las FFMM) gradualmente reenfocan 

su atención hacia una amenaza menos militarizada pero 

muy perjudicial, que es la delincuencia organizada. 

Nuestra investigación y una amplia gama de fuentes 

secundarias proporcionan la evidencia de que ese reen-

foque es justificado debido al fortalecimiento de redes 

criminales y pandillas en urbes colombianas. 

También destacamos que las ciudades, a pesar de 

haber estado en gran parte ausentes del proceso de paz 

con las FARC-EP están en el centro de la nueva diná-

mica de seguridad y construcción de paz. Esto habla 

directamente del concepto de los sistemas urbanos, que 

forman el principal enfoque analítico de este informe 

– lo que también orienta las recomendaciones de polí-

ticas públicas. Las Naciones Unidas pronosticaron que 

Bogotá, nuestro principal foco de análisis, se convertirá 

en una megaciudad (con más de diez millones de habi-

tantes) para el 2030.10

El argumento principal, que se fundamentará a lo 

largo de este informe, es que las amenazas a la seguridad 

Introducción
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y los desafíos en un área urbana tienen implicaciones en 

otras áreas y comunidades debido al carácter profun-

damente interconectado del sistema urbano. Este es un 

punto importante porque proporciona una advertencia 

durante el análisis de la mejora reciente en los indicado-

res de homicidio en Bogotá y otras grandes ciudades.11 

También enfatizamos que esta conectividad al interior 

y entre las ciudades tiende a incrementarse, ya que son 

cada vez más cruciales para la prosperidad socio-econó-

mica – algo que actualmente está siendo explorado por 

el gobierno colombiano a través de importantes inver-

siones en infraestructura del transporte.12

Considerando la importancia de la conectividad al 

interior y entre ciudades para todos los procesos eco-

nómicos y sociales, estudios recientes han empezado a 

exponer cómo la seguridad tiende a afectar y estar afec-

tada por los sistemas urbanos. Por ejemplo, uno de los 

principales puntos, que más adelante expondremos, es 

que Bogotá está en una situación privilegiada ya que es 

el eje central en los intercambios demográficos, finan-

cieros, intelectuales y comerciales de Colombia. Pero 

esto también la sitúa en una posición vulnerable al fenó-

meno llamado “el lado oscuro de la globalización”, o 

crimen organizado transnacional. 

La respuesta no es recorrer el imposible camino de 

cortar vínculos con otros países en escala global, pero 

sí entender como los sistemas urbanos funcionan con 

el fin de diseñar mejores intervenciones. Esta es la 

principal utilidad de analizar la seguridad por el prisma 

de sistemas urbanos: enfocarse en la interacción entre 

áreas, actores e instituciones y diseñar políticas integra-

les contra actores maliciosos. Siguiendo la definición 

del planificador urbano Michael Batty, los sistemas son 

“entidades organizadas que se forman de elementos u 

objetos y su interacción”.13

Con este enfoque sistémico en mente, podemos identi-

ficar dos amenazas de seguridad con el potencial de cau-

sar perturbaciones en un conjunto de actividades, áreas 

e instituciones de una ciudad – en otras palabras, un 

impacto que se puede difundir más allá de un área espe-

cífica. Las amenazas son: economías ilícitas transnacio-

nales conectadas a las ciudades y pandillas territoriales 

o grupos delincuenciales explotando áreas marginadas.

Estas amenazas son analizadas en el Capítulo 1. El 

Capítulo 2 analiza en más detalle los impactos de la 

amenaza criminal en las sociedades urbanas, la eco-

nomía y la gobernabilidad, agrupándolos en dos 

categorías transversales de los desafíos urbanos: el 

desarrollo socioeconómico de las poblaciones margina-

les y la gobernanza, o capacidad de actuar de las institu-

ciones públicas. Nuestro objetivo es resaltar no sólo que 

son importantes, sino cómo las amenazas de seguridad 

interactúan con ellas y cómo las intensifica. Finalmente, 

en el Capítulo 3 unimos estas diferentes tendencias en 

un marco que puede ser utilizado por diseñadores e 

implementadores de políticas públicas.
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Gráfico 1: Tasa media de variación anual de la población urbana (porcentaje)
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El estudio de dinámicas sociales urbanas a través de 

este enfoque de sistemas no es algo nuevo, como dis-

cutiremos en el Capítulo 3. Pero su uso por expertos de 

seguridad ha sido casi insignificante hasta hace poco, a 

pesar de varios estudios de política pública de otras dis-

ciplinas que ya lo adoptan. Más abajo daremos ejemplos 

de cómo instituciones nacionales e internacionales como 

el Departamento Nacional de Planeamiento (DNP), 

la Organización para la Cooperación y el Desarrollo 

Económicos (OCDE) y el Banco Mundial han analizado 

el sistema urbano colombiano. 

La razón por la cual hemos adoptado este enfoque 

es porque proporciona instrumentos para un análisis 

más disciplinado (sistémico) de cómo los diferentes 

elementos de la ciudad influyen el uno en el otro. Es 

más, anima fuertemente el análisis de interacciones 

entre dos o más elementos, más que un estudio de caso 

estrictamente delimitado. En el Capítulo 3 mostraremos 

el caso de una comunidad profundamente marginada y 

los elementos principales e interacciones para ser teni-

das en cuenta por los formuladores de política pública, 

como: amenaza, espacio, flujos, vulnerabilidad espacial 

e implicaciones para el área metropolitana más amplia.

El objetivo de este informe es ser insumo para aná-

lisis por parte de autoridades encargadas de diseñar e 

implementar políticas públicas, agencias y otras partes 

interesadas (como la comunidad de expertos). El estu-

dio está basado en investigación de campo, entrevis-

tas, visitas a áreas de Bogotá que han enfrentado una 

intervención reciente y una revisión extensa de fuentes 

secundarias. Nuestro objetivo no es realizar un análisis 

exhaustivo de los problemas de seguridad en Bogotá, 

sino identificar y categorizar aquellos que presentan un 

amplio riesgo de impacto en la prosperidad, la gober-

nabilidad y el desarrollo socioeconómico de la ciudad.

El vínculo entre la seguridad, el desarrollo y, más 

expresamente, la urbanización, también ha atraído el 

reconocimiento internacional. Esto ha sido consagrado 

en la Nueva Agenda Urbana, un documento adoptado 

por todos los países miembros de las Naciones Unidas 

para guiar el crecimiento urbano en los próximos 20 

años. Insta a “prestar especial atención” a las ciuda-

des que atraviesan transiciones después de conflicto 

armado y se compromete a “integrar medidas inclusi-

vas para la seguridad urbana y la prevención del delito 

y la violencia”, incluido el terrorismo, en el desarrollo 

de estrategias urbanas.14 Esto, junto a un objetivo espe-

cífico dentro de los Objetivos de Desarrollo Sostenible 

(el objetivo número 11: ciudades inclusivas, seguras, 

resilientes y sostenibles)15 para 2030 adoptados por la 

comunidad internacional, proporciona una llamada 

global a la integración de seguridad urbana, construc-

ción de paz y programas de desarrollo.

La teoría de sistemas
Ese enfoque ha sido desarrollado por las disciplinas de 
biología y estudios cibernéticos en la década de 1960. 
En esencia, es el estudio de interacciones y los resul-
tados que ellas producen. Los sistemas son ‘entidades 
organizadas que están compuestas de elementos u 
objetos y su interacción’, de acuerdo con el planeador 
urbano Michael Batty. Este enfoque es útil porque se 
centra en las relaciones entre áreas, actores e institucio-
nes (en contraste con el análisis de casos). En el sistema 
de ciudades, la seguridad no es solamente influen-
ciada por eventos, pero también por flujos (economías 
ilegales, migración, transporte público, información, 
dinero) e interacciones entre comunidades, actores 
estatales o no estatales (como las pandillas). Fortalecer 
algunas interacciones y reforzar vínculos entre comu-
nidades y las oportunidades e instituciones urbanas 
son ejemplos de objetivos en un enfoque de sistemas. 
El Capítulo 3 consiste en un análisis detallado de esa 
teoría y su aplicación. 
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Bogotá ha registrado impresionantes mejoras en segu-

ridad en las últimas décadas. El índice de homicidio 

disminuyó de 42 por 100,000 habitantes en 1999 a 14.2 

en 2017, una caída del 66%16. Ha logrado “conver-

tirse en una ciudad modelo en términos de reducción 

de indicadores de violencia”17. A su vez, se considera 

una ciudad pionera en política de seguridad debido a 

“innovaciones en el diálogo y gerenciamiento de temas 

de seguridad”, como la promoción de la “cultura ciu-

dadana” para prevención de la violencia del alcalde 

Antanas Mockus, la recuperación por parte de Enrique 

Peñalosa de lugares públicos en áreas degradadas 

(ambos en la segunda mitad de los años 1990)18 y, a 

principios de los años 2000, la priorización de seguri-

dad y políticas de desarrollo social en ‘zonas críticas’ 

más afectadas por la actividad delictiva19. La interven-

ción de 2016 del gobierno municipal en la problemática 

área del Bronx, combinando la presencia policial y la 

recuperación socioeconómica, representa un intento 

más de hacer permanente la presencia estatal en una 

zona que ha sido de larga data marcada por la activi-

dad delictiva20.

Otra fuente de optimismo para el futuro es el hecho 

que Bogotá no tiene una fuerte presencia, al menos no 

visiblemente en comparación con otras ciudades en 

Colombia, de grandes grupos de delincuencia organi-

zada como el Clan del Golfo o La Oficina en Medellín. 

En cambio, este submundo criminal está poblado por 

pandillas más pequeñas con una llegada más restric-

tiva, a menudo al nivel de una vecindad o en sub-áreas, 

en algunos casos barrios21. Esta lectura macro puede ser 

engañosa o por lo menos requiere más nivel de detalle. 

Cambios importantes se están registrando en la delin-

cuencia organizada y los sistemas económicos ilícitos 

que afectan a Bogotá y otras ciudades colombianas. Para 

citar una tendencia importante que ha sido frecuente-

mente planteada por autoridades y expertos, el llamado 

“microtráfico” se ha estado ampliando “en todas partes 

de la ciudad”22. El término se refiere a pequeñas pandi-

llas situadas en unas zonas de la ciudad, traficando y 

vendiendo drogas a pequeña escala, sin ser parte de una 

organización criminal regional o nacional más amplia 

de manera directa, aunque tienen vínculos con grupos 

de más envergadura. 

Este carácter descentralizado del problema ha sido 

citado por autoridades y expertos como una razón del 

por qué se percibe baja la amenaza de violencia armada 

para Bogotá en el futuro. Ese carácter pulverizado del 

crimen organizado es de facto un fuerte contraste frente 

a ciudades más violentas en América Latina, como Río 

de Janeiro, San Pedro Sula y San Salvador, afectadas 

por grandes grupos delictivos organizados (como el 

Comando Vermelho en Río, Mara Salvatrucha y Barrio 

18 en América Central). 

En años recientes, las investigaciones científicas y las 

organizaciones internacionales que trabajan en desa-

rrollo, seguridad y acción humanitaria han destacado 

un cambio de enfoque en la vulnerabilidad urbana 

ante la violencia y delincuencia organizada. Estos nue-

vos patrones están relacionados principalmente con el 

ritmo y manejo de la urbanización en el mundo en desa-

rrollo, el impacto de flujos ilícitos transnacionales y la 

persistencia de territorios con presencia estatal insufi-

ciente. Las vulnerabilidades afectan muchas regiones en 

vías de desarrollo, pero son particularmente agudas en 

América Latina, la más urbanizada de todas las regio-

nes en vías de desarrollo y también una de las más afec-

tadas por la violencia criminal.

Capítulo 1 –  
Amenazas sistémicas en Bogotá
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Por lo tanto, el cambio de factores de riesgo influye en 

las ciudades colombianas a pesar del descenso esperado 

de la violencia relacionada al conflicto armado después 

de la desmovilización de las FARC-EP. Aunque Bogotá 

haya experimentado mejoras de seguridad, no está des-

conectada de las otras ciudades y regiones menos segu-

ras, por el contrario, la planificación estratégica para la 

seguridad de Bogotá no se la puede considerar aislada, 

sino como parte de un sistema en el que se encuentra 

ligada a otras ciudades y redes transnacionales más ale-

jadas de Colombia.

Este capítulo pretende proporcionar instrumentos 

para ayudar en la planificación estratégica y en la polí-

tica de seguridad urbana en Bogotá. El reporte en vez 

de enfocarse en un análisis de tendencias de seguridad 

locales (hacemos la referencia a varios estudios locales 

que han explorado estas cuestiones) se concentra en 

cambio en analizar los factores de riesgo relevantes para 

Bogotá, enfocando en dos factores críticos: flujos ilíci-

tos transnacionales y pandillas locales enfocadas en el 

microtráfico (la venta de drogas en barrios). 

El capítulo se divide de la siguiente forma: la pri-

mera parte presenta la evidencia creciente que muestra 

la interacción entre delito transnacional y las ciudades, 

destacando por qué esto es relevante para Bogotá como 

una futura megaciudad y aspirante a “ciudad global”23. 

La segunda parte lleva adelante el análisis de amena-

zas en seguridad a través de una perspectiva sistémica, 

destacando cómo los actores armados y el delito se han 

relacionado con el espacio urbano y han afectado servi-

cios claves, instituciones y áreas en ciudades colombia-

nas. La tercera y última parte unirá estos análisis con 

las tendencias de seguridad identificadas durante la 

investigación de campo en Bogotá: microtráfico, estruc-

turas de pandillas descentralizadas y flujos criminales 

transnacionales.

Los riesgos que vienen con el éxito
A pesar de los progresos anteriormente mencionados, 

las aspiraciones de Bogotá son altas. Como el entonces 

alcalde Gustavo Petro destacó en 2013, Bogotá es una 

“ciudad global”24. También es considerada como tal en 

estudios conducidos por dos empresas de consultoría 

internacionales, A. T. Kearney y Oxford Economics25. 

La última resaltó a Bogotá en un estudio de diciembre 

de 2016 como una de las dos ciudades destacadas en 

América Latina, junto a Lima26. La agencia local dedi-

cada a la inversión extranjera directa, Invest in Bogotá, 

declara que la capital colombiana recibió 840 proyectos 

extranjeros entre 2006 (el año en que la agencia se fundó) 

y 2017, representando el 54% de toda la inversión extran-

jera directa en Colombia fuera del sector extractivo27.

Uno de los primeros asuntos que vale la pena seña-

lar es que las ciudades colombianas en general, incluso 

su capital, tendrán que invertir en el corto y mediano 

plazo en el mejoramiento de su conectividad interna y 

externa. En un estudio sobre urbanización en Colombia, 

el Banco Mundial destacó “la conectividad” como uno 

de los tres primeros desafíos para zonas urbanas a fin 

de hacer la transición desde un país con “crecimiento 

basado en commodities y recursos naturales de alto 

riesgo hacia un modelo más equilibrado caracterizado 

por la manufactura y servicios cada vez más producti-

vos, innovadores y diversificados”28. Colombia, según 

el Banco Mundial, se encuentra rezagada con respecto a 

otros países con niveles equivalentes de urbanización en 

términos de infraestructura de conectividad. El Banco 

estimula a más inversión en infraestructura de trans-

porte conectando las costas del Pacífico y Atlántico29.

La búsqueda de convertirse en una “ciudad global” 

y la creciente conectividad de la economía colombiana 

vienen acompañados por los desafíos asociados al “lado 

oscuro de la globalización” – los elementos perjudicia-

les catalizados por los aspectos tecnológicos y económi-

cos de la globalización. Son preocupantes las amenazas 

que vienen con el delito transnacional y el terrorismo, 

dos problemas que se repiten en otras zonas urbanas en 

Colombia. Otras voces, esta vez del campo de estudios 

estratégicos, señalan la explotación de tecnologías de 

las comunicaciones y la arquitectura global de normas 

e intercambios económicos (diseñado para traer flu-

jos globalizados) por redes criminales ‘polimotivadas’ 

y fragmentadas, como otra preocupación clave en la 

Colombia de hoy30. Lo anterior significa que cada nodo 

en una red criminal puede contribuir con eficiencia a 

una “economía segmentada más grande” formada por 

“transportistas, lavadores de dinero y distribuidores de 

armas”, entre otras especialidades criminales31. 

Estas advertencias no son nuevas, pero se hacen 

cada vez más relevantes ya que nuevas investigaciones 
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académicas empiezan a aclarar los efectos específicos 

del delito transnacional en ciudades grandes y bien 

conectadas a sistemas económicos ilícitos. Los centros 

económicos bien conectados, que cada vez más se refie-

ren como “ciudades globales”, son también nodos cen-

trales de redes ilícitas, en un juego perverso de toma 

de riesgos: cuanto mayor el flujo internacional de finan-

zas, productos y personas que una ciudad atrae, más 

riesgo criminal está tomando. Esto fue destacado por la 

Oficina de las Naciones Unidas contra las Drogas y el 

Delito, que señaló el inmenso crecimiento de pasajeros 

aéreos a finales del siglo XX y principios del siglo XXI 

y los 29 millones de vuelos programados entre 3,750 

aeropuertos en ciudades a través del mundo como 

ejemplos de cómo la economía mundial “confunde 

las tentativas reguladoras de cualquier nación indivi-

dual”32. Prominentes estudios del rol de las ciudades 

en el desarrollo global también destacan este lado más 

oscuro de ciudades globales: Jo Beall y Sean Fox sos-

tienen que las redes criminales transnacionales pros-

peran en los países y zonas urbanas de bajos y medios 

ingresos, en particular los afectados por el conflicto 

armado, categorías que parecen relevantes para el caso 

colombiano33.

América Latina ha estado, lamentablemente, en el 

centro de recientes estudios del impacto urbano de la 

delincuencia organizada transnacional. El nivel muni-

cipal es donde las estructuras ilícitas transnacionales 

inevitablemente mantienen ‘relaciones con la actividad 

delictiva local’, algo que ha sido particularmente agudo 

en Colombia:

“El desarrollo de relaciones híbridas entre 

poderes locales ha desempeñado un papel par-

ticularmente importante en Colombia, donde 

primero el movimiento guerrillero en los años 

1990 y luego los paramilitares desmovilizados 

desde 2003 procuraron influir en el poder local, 

mientras una nueva clase de políticos con fuertes 

conexiones ilegales en regiones como La Guajira, 

Valle del Cauca y Magdalena ha procurado diri-

gir y usar este apoyo para sus propios fines”34.

Los casos más severos de “relaciones híbridas entre 

poderes locales”, se da cuando los territorios o las 

administraciones locales son cooptados por grupos cri-

minales. Esto ocurre en municipios más pequeños, o en 

áreas menos desarrolladas. Sin embargo, muchas de 

esas áreas están conectadas a Bogotá como parte de un 

sistema de ciudades, lo que se conoce en estudios urba-

nos como un sistema de sistemas. 

En el caso de Colombia, este sistema se desarrolla de 

forma desigual: mientras que las ciudades concentran 

al 76% de la población35 y representan el 50% del cre-

cimiento del producto interno bruto (PIB) en las últi-

mas cuatro décadas, su infraestructura de transporte 

se considera más lenta y cara en comparación con otros 

países latinoamericanos de nivel similar en su desarro-

llo socioeconómico36. Este problema de la conectividad 

debilita los vínculos en la economía legal: hay niveles 

relativamente bajos de conexiones comerciales e indus-

triales interregionales (como vínculos de la cadena de 

suministros). Por ejemplo, Bogotá y Medellín tienen 

actividades industriales similares, duplicándose más 

que complementándose el uno al otro37. Este precario 

estado de conexiones económicas legales contrasta con 

el interés y la capacidad de redes ilícitas de utilizar ciu-

dades colombianas como centros para actividades como 

la venta de drogas y lavado del dinero, además de las 

conexiones sueltas pero muy eficaces entre grandes 

organizaciones criminales y pandillas locales. En resu-

men, las economías legales resultan atrasadas en com-

paración con las ilícitas en términos de conectividad.

Quizás aún más preocupante, la coordinación polí-

tica y administrativa también es deficiente. Colombia 

es “uno de los países más descentralizados en América 

Latina”, con administraciones municipales que tienen 

responsabilidades sobre aspectos de desarrollo econó-

mico, servicios de seguridad y servicios sociales. La 

coordinación entre administraciones públicas (alcal-

días y gobernaciones de los departamentos) y agencias, 

algo crucial para el combate al crimen transnacional, es 

precaria en varios temas de política pública38. Aunque 

el gobierno nacional tenga la responsabilidad nomi-

nal sobre estructuras de delincuencia organizada, las 

administraciones municipales se han enfrentado con 

varios desafíos relacionados tanto con guerrillas como 

con grupos delictivos, por ejemplo, las municipalidades 

han tenido que reaccionar a poblaciones desplazadas, 

reclutamiento forzado, minas antipersonales e incluso 
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aún más desafiantes, las estructuras armadas que tratan 

con economías ilícitas nacionales y transnacionales39. 

Otro agravante de esta imagen de la gobernanza urbana 

desigual es la falta de capacidades técnicas y operati-

vas adecuadas por parte de los municipios medianos y 

pequeños para hacer frente a estos desafíos40.

El contraste entre la conectividad de organizacio-

nes criminales y la todavía precaria coordinación entre 

agencias y autoridades destaca como el “lado oscuro de 

la globalización” es un desafío en Colombia. Aunque 

Bogotá se haya ahorrado el impacto más crítico de este 

nexo urbano del delito transnacional, otras ciudades 

colombianas (conectadas a la capital) no lo han hecho, 

asunto que exploraremos en la siguiente sección. Esta 

advertencia es particularmente crucial ahora que los 

colombianos esperarían cosechar ventajas económicas y 

de desarrollo en el postconflicto (lo que se conoce como 

dividendos de la paz). Adicionalmente, un número cre-

ciente de expertos señala el rol crucial de zonas urbani-

zadas para la transición de la economía de Colombia, 

haciendo el país menos dependiente de materias primas.

Conectando problemas
Colombia negoció el final de un conflicto de medio siglo 

con las FARC-EP, y estableció objetivos ambiciosos para 

el desarrollo socioeconómico en zonas rurales y el reem-

plazo de la producción de la coca por economías de cul-

tivos legales. La desmovilización de los guerrilleros fue 

acompañada por el “Plan Victoria” de las fuerzas arma-

das a principios de 2017, pretendiendo traer la presen-

cia militar y policial, así como las instituciones civiles, 

a antiguas áreas que estaban bajo la influencia de las 

FARC-EP41. En julio de 2017 el presidente Juan Manuel 

Santos lanzó el Programa de Desarrollo con Enfoque 

Territorial (PDET), apuntado a 170 municipios mayor-

mente afectados por el conflicto armado, la pobreza y 

economías ilícitas42. Éstas son medidas importantes; sin 

embargo, en el proceso de postconflicto, darles priori-

dad a estas políticas sólo en zonas rurales envía el ries-

goso mensaje de que las zonas urbanas son inmunes a 

las dinámicas que se originan en las regiones producto-

ras de coca. 

Como la Cámara de Comercio de Bogotá y la 

Fundación Paz y Reconciliación han enfatizado, 

“Bogotá no está desvinculada del postconflicto43. La 

capital y otras ciudades grandes y medianas han sido, 

desde hace mucho tiempo, afectadas por los efectos 

del conflicto armado en sus alrededores rurales. Las 

investigaciones recientes y los medios de comunica-

ción en Colombia también han destacado que algunas 

de estas dinámicas violentas están transformándose y 

a veces intensificándose tras el acuerdo de paz con las 

FARC-EP. Además del caso colombiano, varias ciudades 

en América Latina proporcionan ejemplos abundantes 

de cómo la delincuencia organizada en tiempo de paz, 

de no ser atendida con políticas públicas apropiadas, 

puede desarrollar métodos de control de comunidades 

y territorios similares a la situación que Colombia ha 

sufrido con las FARC o el ELN.

Las autoridades y los estudiosos colombianos no son 

los únicos en adoptar el enfoque rural para las dinámi-

cas de seguridad y conflicto. Los estudios sobre conflic-

tos que involucran grupos guerrilleros como las FARC 

y otros grupos armados no estatales (como grupos 

paramilitares de derecha) han estado construidos bajo 

la influencia de la teoría de contrainsurgencia rural44. 

Por eso un aspecto de preocupación es que la práctica 

de la política pública y los estudios sobre seguridad 

y desarrollo de postconflicto sufren del mismo sesgo 

rural, incluso en áreas como prevención de conflictos, 

consolidación de la paz y reconstrucción45. El problema 

con este enfoque consiste en que generalmente no se 

trabaja en la dimensión requerida sobre riesgos especí-

ficos y vulnerabilidades geográficas, sociales, políticas 

y de seguridad en las ciudades, los cuales son conside-

rablemente diferentes de aquellos presentados en zonas 

rurales. 

La advertencia del Defensor del Pueblo de Colombia 

en 2012 ilustra cómo los grupos criminales como Los 

Rastrojos y Los Urabeños (ahora conocido como el Clan 

del Golfo) son “amenazas para líderes y organizaciones 

sociales, realizan asesinatos y ataques terroristas, esta-

blecen reglas para la coexistencia, restringen la movili-

dad de habitantes locales, controlan precios e imponen 

impuestos a negocios locales y recolectan dinero de la 

extorsión”46. La captura de responsabilidades y privi-

legios del Estado-nación como impuestos, monopolio 

del uso de la fuerza y restricciones de la libertad de 

circulación es un fenómeno, lamentablemente, común 

en algunas ciudades colombianas (como Buenaventura 
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y Tumaco, sobre las que volveremos más adelante). La 

demarcación territorial, que parte de la “asimilación” de 

poderes por la delincuencia organizada, es una mani-

festación del desafío geográfico y político que plantea 

la delincuencia organizada. Eso fenómeno ha sido des-

crito por el IISS como “territorios en disputa” en los 

cuales los desafíos de gobernabilidad y las actividades 

de grupos armados no estatales, convergen47. 

Con la salida de las FARC-EP de muchas zonas 

rurales aisladas que han estado vinculadas desde hace 

mucho tiempo a economías ilícitas como cultivos de 

coca, producción de drogas y minería ilegal, se ha gene-

rado un vacío favorable al aumento de grupos delictivos 

organizados. Ese vacío, a su vez, afecta a las ciudades. 

Medellín, por ejemplo, ha sido profundamente 

afectada por el tráfico de drogas que fluye de estas 

zonas rurales problemáticas por su cercanía a lugares 

de cultivo y de presencia histórica de laboratorios. El 

comandante de la policía de Antioquia ha impulsado 

recientemente más medidas para atender vías inter-

municipales provenientes de la Costa del Pacífico del 

vecino departamento de Chocó, las cuales se usan para 

el transporte clandestino de drogas y contrabando apro-

vechando los enormes flujos comerciales para escon-

derse en las “autopistas de las economías ilegales” hacia 

la segunda mayor ciudad del país48. 

Medellín hoy es considerada una “ciudad modelo” 

y un “laboratorio mundial” en lo que se refiere a la 

seguridad urbana49. El Banco Mundial recientemente ha 

declarado que la experiencia de la ciudad “en transfor-

mación urbana integral y resiliencia social atrae el inte-

rés intenso de otras ciudades alrededor del mundo”50. 

Nuestra propia investigación de campo en Medellín y 

en específico sobre la Comuna 13, antes un sitio del con-

trol territorial de las FARC-EP y grupos paramilitares 

como el Bloque Cacique Nutibara (BCN), muestra que 

las antiguas “zonas prohibidas” (no-go areas) se han inte-

grado profundamente a la sociedad urbana vía turismo, 

infraestructura de transporte y servicios públicos51. 

Sin embargo, también hay pruebas extensas de la 

influencia territorial de grupos delictivos que utilizan 

las “autopistas de las economías ilegales” - testimonio 

de que la delincuencia organizada puede ser resistente 

e infiltrarse en los flujos comerciales y humanos que son 

parte inseparable de los sistemas urbanos. 

Carlos Alberto Patiño cita 14 pandillas criminales 

asentadas en diferentes áreas de Medellín en 2012, uni-

das a organizaciones nacionales como el Clan del Golfo 

(entonces llamada Los Urabeños), La Oficina y Los 

Ratrojos52. En el 2017, el periódico local El Colombiano 

publicó una investigación detallada sobre La Oficina, 

una organización conectada a una red que supervisaba 

al menos ocho pandillas locales, cada una con “su juris-

dicción” (con control territorial, al menos parcial) sobre 

diferentes áreas de la ciudad y su área metropolitana, 

en donde también ejercen funciones de justicia informal 

y resolución de disputas, imposición ilegal de orden y 

usurpación de la tributación53.

Una característica importante de la actual influencia 

criminal de espacios urbanos en Medellín es un redu-

cido nivel de violencia acon relación a otras ciudades 

con presencia de crimen organizado (como reciente-

mente ha ocurrido en Cali), sobre todo en términos de 

homicidios, el cual presentó su pico más alto en 1991, 

con 6,349 asesinatos, mientras que en 2013 presentó 

92454. Esta mejora la sacó en 2016 del ranking mundial 

de las 20 ciudades más violentas gracias a alcanzar en 

2015 su tasa histórica más baja de homicidios. La mejora 

se ha mostrado frágil, con aumentos de los homicidios 

desde entonces, si bien incomparables a cifras de la gue-

rra contra el Cartel de Pablo Escobar. Parte de la mejora 

en seguridad también se debe a una mayor estabilidad 

en el interior de los combos y pandillas. 

En todo caso, los datos sobre homicidios esconden 

otras formas de influencia territorial por parte de gru-

pos delictivos. En 2015, un estudio de Alexandra Abello 

Colak y Jenny Pearce relató la extorsión como “uno de 

los mayores delitos (que se han) ampliado” en la última 

década, el cual es parte de una “economía criminal” 

que obliga a la gente, incluso en algunas de las zonas 

más pobres, a pagar un precio por “la protección” de 

grupos delictivos55. Otro estudio de la Fundación Paz y 

Reconciliación, de grupos criminales en el postconflicto, 

hace “referencia especial” a “cambios en la geografía de 

extorsión”, con pequeños negocios, compañías de trans-

porte y otras actividades pagando peajes a grupos delic-

tivos “en al menos 30 ciudades”, afectando a 125,000 

personas (con números a partir de 2012)56. En Medellín, 

de hecho, el estudio menciona el fenómeno conocido 

como fronteras invisibles, en el cual la población que 
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quiere moverse entre barrios debe pagar a una pandilla 

por el privilegio57. 

Al respecto de los nuevos retos, la Fundación Ideas 

para la Paz señala que los escenarios que se abren 

para la confrontación serán “más urbanos que rura-

les”58. El caso de Buenaventura es dramático: la ciudad 

fue cubierta en los titulares internacionales en el 2014 

cuando Human Rights Watch denunció la práctica de 

“las casas de pique”, lugares donde los grupos delic-

tivos desmembraban a sus enemigos vivos. Dos años 

más tarde, esta práctica parece haber cesado (o haberse 

hecho menos visible debido a la persecución de las auto-

ridades), pero un habitante local declaró a la Fundación 

Ideas la Paz que los grupos delictivos “ya no pican, pero 

continúan amenazando, extorsionando y hasta tenemos 

que pedir permiso para dejar el barrio”59.

Otro aspecto creciente en los patrones de violencia 

urbanos en Colombia es el desplazamiento forzado. 

Este es otro fenómeno fuertemente unido al control 

territorial de los criminales, tanto en zonas urbanas 

como rurales60. El desplazamiento en zonas rurales tam-

bién afecta a las ciudades, ya que el movimiento de lo 

rural a lo urbano ha formado parte de la historia de la 

mayoría de desplazamientos forzados en Colombia61. 

El Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los 

Refugiados (ACNUR) relató en febrero de 2017 que 

“al menos el 50%” de todas las personas internamente 

registradas como desplazadas tiene asentamiento en 

“barrios bajos de las 27 ciudades más grandes”, lo que 

equivale a 3.6 millones de personas desplazadas que se 

han movido a asentamientos informales donde los ser-

vicios públicos y el acceso a oportunidades tienden a 

ser precarios62. 

El mayor desafío para el futuro próximo, sin embargo, 

viene del desplazamiento intraurbano, es decir perso-

nas forzadas a moverse de sus casas huyendo a otro (a 

menudo precario) alojamiento dentro de la misma ciu-

dad. Este fenómeno ha experimentado un crecimiento 

constante desde al menos el 2005, debido a choques entre 

grupos armados por el control territorial, con un pico 

en 201263. Aunque exista información abundante de la 

incidencia del desplazamiento intraurbano en ciudades 

recientemente afectadas por altos niveles de conflicto y 

violencia como Buenaventura, Tumaco y Medellín, los 

expertos indican que todavía existe carencia de datos 

sobre poblaciones en riesgo de violencia armada en 

zonas urbanas64.

Los medios y la atención del gobierno a este fenó-

meno tienden a vincularse a pequeñas ciudades y 

poblaciones en las áreas más pobres del país, pero el des-

plazamiento que ocurre en ciudades importantes como 

Bogotá y Medellín continúa muy por debajo del radar. 

Mientras que el desplazamiento de grandes grupos de 

personas ha disminuido, el desplazamiento individual 

ha aumentado, adoptando el carácter de “gota a gota” 

que tiende a atraer menos atención de los medios65. 

El modus operandi del control territorial por parte de 

criminales en periferias urbanas también es considera-

blemente diferente de los grupos guerrilleros o paramili-

tares: en vez de concentrarse en demostraciones abiertas 

del poder de combate, los criminales usan el miedo 

como un “instrumento del control social”, en las pala-

bras de una organización internacional. “Las pandillas 

obran con amenazas y asesinatos selectivos, desplazan a 

la gente que rechaza la extorsión”, reclutan a los niños y 

adolescentes y explotan sexualmente a los habitantes66.

Los números que se relacionan con desplazamien-

tos forzados y los homicidios en Bogotá han experi-

mentado un descenso significativo en años recientes. 

Sin embargo, la capital aún recibe un número signifi-

cativo de personas desplazadas: en 2017, mientras que 

177 personas se vieron desplazadas desde Bogotá, lle-

garon a la capital 4.349 personas provenientes de otros 

lugares del país. Mientras que el número de población 

entrante también ha disminuido (en comparación con, 

por ejemplo, 53.746 en 2007), el número acumulado en 

la década hasta 2017 es de 270.939, que comprende un 

patrón de migración rápida con implicaciones todavía 

relevantes para la gobernanza territorial y el desarrollo 

(ver siguiente capítulo)67.

Una y otra vez vemos a Bogotá experimentar reduc-

ciones de sus indicadores de violencia, algo que tam-

bién es repetidamente indicado por sus autoridades, al 

menos para lo relacionado al homicidio, el hurto de resi-

dencias y el de establecimientos comerciales (no para el 

hurto a personas que presenta patrones de estabilidad 

y aumento en años recientes).68 Sin embargo, hay una 

tendencia a minimizar los aspectos cualitativos de los 

modelos de análisis criminales en la Colombia urbana, 

como el control territorial, los sistemas económicos 
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ilícitos que fluyen a través de las ciudades y la inter-

conexión con redes criminales. En la siguiente sección 

exploraremos algunas implicaciones de estas tenden-

cias para avizorar futuras vulnerabilidades urbanas y 

desafíos políticos.

Vulnerabilidades sistémicas
Las autoridades en varios niveles de la administración 

pública perciben poco riesgo para Bogotá desde la gran 

delincuencia organizada (nacional o transnacional) y el 

control territorial de espacios por pandillas. Las auto-

ridades entrevistadas para este informe tienden en 

cambio a enfatizar la presencia de pequeñas pandillas 

“de microtráfico” como la amenaza principal para los 

próximos años69. Sin embargo, investigación de campo 

y una revisión de documentos sobre seguridad de 

Bogotá indican una situación más compleja: en efecto, 

hay pocas pruebas del control territorial de pandillas 

o la presencia de organizaciones criminales poderosas 

en una parte considerable del territorio capitalino, pero 

hubo documentación consecuente de grupos armados 

con influencia en áreas periféricas, sus poblaciones y 

con vínculo con economías ilícitas. Por ejemplo, en 2014 

la UNHCR relató que “los grupos armados presentes 

en algunos barrios de [Bogotá] poseen un nivel de orga-

nización, control, armamento, información y capacidad 

de establecer redes que muy raramente se piensa como 

posible para la delincuencia común”70. 

Como hemos declarado antes, los efectos de la delin-

cuencia organizada y su afectación a la seguridad en 

el postconflicto en Bogotá abarcan más que la violen-

cia criminal directa manifestada a través de asesinatos 

y desplazamientos. Las amenazas de seguridad más 

inmediatas que afectan a Bogotá se relacionan con gru-

pos armados no estatales que surgen y se tejen tanto 

en redes transnacionales como en zonas urbanas peri-

féricas. Las vulnerabilidades sistémicas en las grandes 

zonas urbanas de Colombia consisten principalmente 

en redes ilícitas transnacionales y una débil presencia 

estatal en las periferias urbanas. Esas son dos cuestiones 

transversales en seguridad urbana, afectando tenden-

cias de gran preocupación ciudadana como crímenes 

contra la vida y el patrimonio económico.71 

Las vulnerabilidades sistémicas son vacíos y fracasos 

en el funcionamiento de una ciudad que facilitan que 

hechos ilícitos echen raíces. Estos dos factores se unen a 

la organización social y física del sistema urbano, la cual 

no se puede cambiar fácilmente, al menos a corto plazo. 

De ahí su naturaleza sistémica, implicando una serie 

compleja de instituciones entrelazadas, políticas públi-

cas e infraestructura, lo que complica la intervención 

gubernamental. De esta manera, los grupos armados no 

estatales de Bogotá aprovechan las principales vulnera-

bilidades intrínsecas a ciudades grandes y bien conec-

tadas como Bogotá que han experimentado procesos 

de urbanización rápidos y no gestionados ni regulados 

apropiadamente. Estas dos vulnerabilidades sistémicas 

- los flujos transnacionales y débil presencia estatal - sir-

ven de aceleradores y catalizadores para el conflicto y 

la violencia. Facilitan la acción y la presencia de actores 

criminales y reducen la capacidad de las instituciones 

locales para responder ante ellos o impedir su accionar. 

Amenazas sistémicas: sistemas económicos 
ilícitos y pandillas “de microtráfico”
Para concluir este capítulo, exploraremos dos amplias 

categorías de amenazas: las economías ilícitas explo-

tando las conexiones nacionales y globales de las ciuda-

des y la presencia territorial de grupos armados ilegales 

en áreas urbanas marginadas. 

Exploraremos estos dos factores de riesgo que 

requieren atención de las autoridades, principalmente 

en la esfera de seguridad. Sin embargo, se unen a otras 

dimensiones de la vida urbana y, por esta razón, a otras 

áreas de la política pública.

Sistemas económicos ilícitos y redes 
criminales
Bogotá, como la capital de un país con un antiguo rol 

en el mercado de drogas global (sobre todo el mercado 

de cocaína), ha sido afectada por economías ilícitas que 

alimentan el conflicto armado y la delincuencia organi-

zada aun cuando no funcionan físicamente en la propia 

ciudad (en cuanto a cultivos y laboratorios). Los efec-

tos de tendencias criminales de otras partes del país 

en Bogotá han estado claros al menos desde los años 

60, cuando los jefes de “las mafias de las esmeraldas” 

se establecieron con sus grupos de apoyo con capaci-

dades armadas allí72. Así mismo el interés y la presen-

cia de grupos guerrilleros en la capital tienen algunas 
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similitudes con la delincuencia organizada de hoy, en 

el sentido que los grupos como el M-19 y el ELN “tra-

taron de pasar desapercibidos”, actuando en las peri-

ferias y operando actividades de extorsión, entre otros 

crímenes73.

Esta vulnerabilidad sistémica viene con el “paquete” 

de ser de lejos la ciudad más grande, más rica y la mejor 

conectada de Colombia, de hecho, no es una vulnera-

bilidad exclusiva de Bogotá, la cual es compartida con 

otras megaciudades. David Kilcullen ha perfilado como 

la violencia surgió en San Pedro Sula, Honduras, en 

un proceso en el que las pandillas lucharon por el con-

trol de “puntos clave en los sistemas de los flujos de la 

ciudad”, incluso el comercio textil legal y el ilícito en 

cocaína74.

La ubicación física, el volumen y la rentabilidad de 

economías ilícitas son difíciles de medir ya que solo una 

pequeña parte de los flujos ilícitos globales se detiene o 

incluso se detecta. El grado de blanqueo de dinero ha 

sido estimado por el Fondo Monetario Internacional 

(FMI) del 2% al 5% del PIB global, mientras que la 

Oficina de las Naciones Unidas contra las Drogas y el 

Delito (UNODC) estima que sólo aproximadamente el 

0.2% de todos los beneficios del delito de lavado a tra-

vés del sistema financiero global se pueden medir75.

Las evidencias señalan un fuerte rol de Bogotá en 

las corrientes ilícitas del próspero paisaje criminal 

organizado de Colombia. No es sorprendente que la 

Corporación de Abastos de Bogotá, o Corabastos, uno 

de los mercados abiertos más grandes en América 

Latina, sirva de “generador para una parte de la acti-

vidad delictiva en Bogotá” y un “centro local, regional 

y nacional para las transacciones ilegales”76. Corabastos 

es un centro clave de las tendencias que hemos perfi-

lado más arriba en cuanto a la conectividad de ciuda-

des globales: se ve un flujo diario de 200,000 personas, 

13,000 vehículos, transportando 16,800 toneladas de 

comida77. La investigación de Ariel Ávila y Bernardo 

Pérez ha destacado cinco productos ilícitos que entran 

en Corabastos “con regularidad y en gran cantidad”: 

los narcóticos, las armas, el licor adulterado, el licor de 

contrabando y el dinero para lavar activos criminales78.

El blanqueo de dinero es una vulnerabilidad casi 

natural para Bogotá como capital política y económica, 

pero se ha magnificado por la serie diversa de actores 

ilícitos que rodean la ciudad en las décadas recientes. En 

los años 1990 y 2000, una de las fuentes principales de 

interés para grupos delictivos nacionales en la capital, 

era su rol central en el blanqueo de dinero para negocios 

de tráfico de drogas internacionales79. Este interés toda-

vía es fuerte, junto al creciente desarrollo del mercado 

interno de tráfico de drogas entre los ocho millones de 

moradores de la capital. Un ejemplo de este rol central 

es la detención en Bogotá de presuntos líderes de blan-

queo de dinero y extorsión que servían a las FARC-EP 

y el allanamiento de activos por valor de 650 mil millo-

nes de pesos (US$ 227 millones) por parte de la Fiscalía 

General de la Nación en febrero de 201880.

Mientras que es difícil rastrear la evolución de estos 

flujos ilícitos a través del tiempo debido a los números 

disponibles no fiables, los centros metropolitanos se 

enfrentan a una mayor vulnerabilidad a partir de una 

tendencia clave en Colombia: el carácter de amenazas 

para la seguridad pública ha cambiado decisivamente 

desde la insurrección hacia la delincuencia organizada. 

Mientras que los guerrilleros se han unido tradicional-

mente a causas en zonas rurales (de ahí la reforma rural 

que es un componente tan importante del acuerdo de 

paz con las FARC), la prioridad que el crimen orga-

nizado pone al lucro vincula sus intereses a las áreas 

urbanas.

Las autoridades en seguridad entrevistadas para 

este estudio han expresado más preocupación por el 

crecimiento de la delincuencia organizada en zonas 

rurales que con la vulnerabilidad aumentada en las 

propias grandes ciudades. Por ejemplo, autoridades 

de la Policía Metropolitana de Bogotá han manifestado 

su preocupación por “un aumento de la criminalidad 

en zonas rurales debido a la ausencia de un actor que 

ejerza e imponga su justicia y control”, refiriéndose a 

la desmovilización de las FARC81. Sin embargo, el enfo-

que no está puesto con la misma intensidad en las zonas 

urbanas. 

Esta evaluación parece exacta a primera vista, con-

siderando el carácter predominantemente rural de las 

dos economías ilícitas más grandes en Colombia: la 

industria de cocaína y la minería ilícita. 

Sin embargo, una visión realmente sistémica del 

desafío estratégico planteado por la delincuencia 

organizada tiene que ver con los vínculos entre zonas 
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urbanas y rurales. Como el International Crisis Group 

ha destacado, “los grupos armados y los traficantes de 

drogas usan el oro ilegalmente extraído para lavar el 

dinero”, facilitado por el mercado internacional de com-

modities82. Una advertencia similar ha sido publicada 

por la Organización de Estados Americanos (OEA), 

cuyo jefe de la Misión de Apoyo en Colombia ha dicho 

que “los grupos criminales tienen más influencia en 

zonas urbanas” aspirando al mismo tiempo a controlar 

zonas rurales y sus economías que giran alrededor de 

las drogas y la minería83. 

El impacto de las economías ilícitas en los alrede-

dores de centros metropolitanos se ha hecho aún más 

relevante como un factor de riesgo debido al nuevo 

modus operandi de la delincuencia organizada en el 

país. El consenso, tanto entre responsables de polí-

ticas públicas como entre expertos, consiste en que la 

delincuencia organizada en Colombia ha estado cam-

biando hacia una estructura de mando más descentra-

lizada, con menos énfasis en una estructura vertical y 

hacia estructuras fragmentadas en centros urbanos que 

actúan autónomamente sobre las calles, aunque a veces 

unidas de manera logística y militar a organizaciones 

más grandes. Esto plantea un riesgo directo para zonas 

empobrecidas que luego pueden extenderse a otras par-

tes del sistema urbano.

Pandillas de microtráfico
Los grupos delictivos organizados son potenciales obs-

táculos para los acuerdos de paz porque, entre otras 

cosas, pueden prolongar el ciclo vital de grupos arma-

dos no estatales y exacerbar la violencia84. Incluso las 

operaciones de paz (conducidas por la ONU u orga-

nizaciones regionales como la Unión Africana) ahora 

toman a la delincuencia organizada como un freno crí-

tico a los procesos de paz85. Un estudio declara que “la 

delincuencia organizada tiende a adquirir más impor-

tancia” durante transiciones del conflicto a la paz. Los 

estudios recientes centrados en América Latina han 

identificado un cambio gradual en esta dinámica que es 

aún más inquietante para grandes ciudades bien conec-

tadas: la globalización, argumenta James Cockayne, 

facilita “cadenas de valor” globales para redes ilícitas 

y así aumentan los recursos disponibles hasta para las 

pequeñas pandillas locales para construir una empresa 

criminal86. La facilidad en el transporte, la financiación 

ilícita y las comunicaciones con actores transnacionales 

ahora están disponibles para un grupo más grande de 

agentes criminales87. 

Una versión de este vínculo local y global entre gru-

pos criminales ocurre en áreas colombianas metropo-

litanas, incluyendo Bogotá. Como un alto funcionario 

involucrado con seguridad mencionó al grupo inves-

tigador, “hay una preocupación enorme con el micro-

tráfico, el negocio de la droga y la implicación de las 

pandillas locales”. “Esto es un factor muy importante ya 

que nunca fuimos un país consumidor hasta ahora”88. 

Esta visión es sostenida por investigaciones más 

amplias de la delincuencia organizada en Colombia: la 

Fundación Ideas la Paz argumenta que la imagen actual 

de la delincuencia organizada está “más fragmentada, 

en términos territoriales y organizacionales”89. Ariel 

Ávila, por su parte, afirma que las grandes organiza-

ciones criminales y las pandillas locales han establecido 

alianzas sueltas que pueden ser llamadas de “subcon-

tratación criminal” por grupos grandes hacia los grupos 

pequeños y locales90. Llama la atención la “descentra-

lización” de estructuras criminales en ciudades colom-

bianas causada en parte por la masiva eliminación de 

jefes criminales. En sus territorios, los jefes locales consi-

guieron el control de nodos más pequeños de empresas 

criminales, por lo general en pequeños espacios territo-

riales, ocasionando una “red compleja articulándose a 

través de nodos territoriales”91. 

Bogotá, en especial, no ha sido afectada reciente-

mente por disputas territoriales entre organizaciones 

criminales en la misma proporción como los vistos en 

México y algunas ciudades brasileñas, sobre todo Río 

de Janeiro. Los grupos delictivos, sin embargo, se unen 

a estructuras más grandes que funcionan alrededor de 

economías ilícitas de larga data en Colombia. La capital 

no es extraña a la violencia criminal y ha alojado estruc-

turas directamente vinculadas a algunos grupos guerri-

lleros (FARC-EP, ELN), pero una inversión significativa 

en seguridad urbana multidimensional ha reducido los 

homicidios y los hechos de guerra de pandillas. 

Desde la Constitución de 1991, estas políticas han 

transitado hacia una mayor descentralización. Esto se 

traduce en más responsabilidades de seguridad a gobier-

nos locales y departamentales y el aumento que resulta 
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en el control local alrededor de políticas de seguridad92. 

Los esfuerzos en seguridad multidimensional incluyen 

normas como la del alcalde Antanas Mockus que redu-

jeron los horarios de apertura y consumo de alcohol por 

la noche, introdujeron programas de desarme y una 

iniciativa de educación hacia una “cultura ciudadana” 

contra la violencia93. Las administraciones subsecuentes 

han añadido a este progreso con un aumento estable 

de los presupuestos de seguridad junto a la atención 

continua al desarrollo social, por medio de institucio-

nes de seguridad y medidas “de convivencia”94. Esto no 

ha eliminado la presencia de delincuencia organizada, 

mucho menos las actividades económicas ilícitas, pero 

si ha contribuido a una estructura menos propensa a la 

violencia en Bogotá.

Si bien es menos visible y (lo que es más importante) 

menos perjudicial a las vidas de los bogotanos, esta 

descentralización también obstaculiza los instrumentos 

tradicionales de la aplicación de la ley. La persecución 

de los líderes delictivos como una estrategia para ‘deca-

pitar’ a las organizaciones delictivas organizadas es 

una de esas herramientas, clasificada por Moisés Naím 

como estructuras rígidas “de arriba hacia abajo” para el 

cumplimiento de la ley, con una efectividad decreciente 

contra el crimen globalizado y en red95. 

La resiliencia del crimen organizado y de los flujos 

económicos ilícitos a la aplicación de la ley, la represión 

de los miembros de las pandillas, la eliminación de los 

“capos” y la interdicción de drogas plantea cuestiones 

más amplias de política pública. Para las áreas urbanas, 

que tienden a ver el mayor impacto en términos de vidas 

humanas y trastornos sociales, esto plantea un desafío 

que recientemente ha recibido una mayor atención aca-

démica: la formulación de respuestas alternativas loca-

les basadas en el diseño, organización y gobernanza de 

ciudades – en otras palabras, basadas en sistemas urba-

nos. El argumento a favor de tales alternativas se hace 

aún más urgente cuando se considera que el impacto 

de la delincuencia organizada y las economías ilícitas 

se extiende a otras esferas de la vida y de la gobernanza 

urbana, más allá de la aplicación de la ley. El siguiente 

capítulo analizará estas implicaciones y los desafíos de 

política pública resultantes en dos áreas claves: desarro-

llo socioeconómico y gobernanza territorial. 

El ELN en Bogotá
El Ejército de Liberación Nacional (ELN), que ha asumido la posición de mayor guerrilla de Colombia después de la des-
movilización de las FARC, ha estado involucrado en varios ataques a la capital en años recientes. Menos de dos semanas 
después del inicio de las negociaciones de paz con esa guerrilla, en febrero de 2017, una bomba explotó en el centro de 
la ciudad, dejando un muerto y decenas de heridos96. En junio de ese mismo año un artefacto explosivo afectó otra área 
comercialmente importante de la ciudad: el Centro Comercial Andino. El ataque, que dejó tres muertos, fue atribuido 
por las autoridades al Movimiento Revolucionario del Pueblo (MRP), que tiene vínculos con el ELN97. Además, durante 
2018 se han reportado otros incidentes en la capital, como una bomba que no dejó heridos en Paloquemao, distribu-
ción de panfletos y pinturas de la sigla del grupo en casas. 

Los ataques son parte de una serie más amplia de acciones que, según muchos analistas, tenían la intención de 
demonstrar fuerza militar para aumentar el poder de negociación de la guerrilla, en el contexto de las conversas que 
empezaron en Ecuador en febrero de 2017. Una ventaja que tiene Bogotá es que la ideología que motiva el terrorismo 
reciente del ELN es ajena a la ciudad, o muy marginal. Bogotá, como la mayoría de los centros metropolitanos, es 
cosmopolita y pragmática, lo que dificulta la conexión de los bogotanos con la ideología comunista del ELN que tradi-
cionalmente ha tenido más suceso en áreas rurales. Es una situación muy diferente, por ejemplo, de Belfast, en Irlanda 
del Norte, donde la división entre protestantes y católicos, incluso por medio de muros, fue un factor fundamental en 
la lucha armada de grupos como el Irish Republican Army (IRA). 

Pero es importante atentar para el aviso hecho por el brigadier general Raúl Antonio Rodríguez, comandante de 
la Quinta División del Ejército Nacional, de que el ELN tiene células operando en la capital de forma autónoma, con 
miembros que generalmente no se conocen98. Además, Daniel Mejía, entonces Secretario de Seguridad, dijo en marzo 
de 2018 que el MPR “tiene un trabajo de reclutamiento en varios sitios de Bogotá; eso nos ha llevado a estar más atentos 
con labores de investigación que han permitido prevenir ataques”99. El desafío para la capital es fortalecer el trabajo de 
inteligencia para prevenir más daños físicos y psicológicos en Bogotá.
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La delincuencia organizada y las redes ilícitas son desa-

fíos complejos para las políticas públicas urbanas. La 

necesidad de la coordinación gubernamental en varias 

dimensiones contra ellos ha sido una recomendación 

frecuente de expertos y organizaciones internacionales. 

Estos desafíos son sistémicos, no sólo porque pasan en 

ciudades (que se han estudiado cada vez más a través 

de un enfoque de sistemas) sino también porque pue-

den afectar áreas más allá de sus bases geográficas más 

aparentes y tener implicaciones en varias esferas de 

políticas públicas más allá de la seguridad. El impacto 

más marcado se puede agrupar en dos desafíos urbanos 

transversales: el desarrollo socioeconómico de pobla-

ciones marginadas y la gobernanza de espacios urbanos 

e instituciones.

Choque a la ciudad
Aunque el impacto a la gobernanza y el desarrollo ya 

no es tan severo como en el pasado, esas fuentes de 

inseguridad amenazan las aspiraciones de Colombia 

después del acuerdo de paz con las FARC-EP. Mientras 

que las zonas rurales son de gran importancia para la 

realización del acuerdo, las ciudades enfrentan un gran 

riesgo de daño. Colombia emprende una ambiciosa 

extensión de su conectividad interurbana vía la inver-

sión en infraestructura. Aún si el plan del gobierno de 

mantener a exguerrilleros en zonas rurales como agri-

cultores tiene éxito, la conectividad entre ciudades – y 

entre ellas y las áreas rurales – es pobre. Como hemos 

mencionado anteriormente, el Banco Mundial consi-

dera que “las ciudades colombianas se relacionan mal 

con los mercados internos y externos”100. Un ejemplo 

más extremo de esto es que, al final de 2016, 13 munici-

palidades solo podían ser alcanzadas en avión o barco 

(ambos mucho más costosos que viajes por camino o 

tren, especialmente teniendo en cuenta la precariedad 

nacional de este último)101. Mientras que la precaria 

infraestructura pública puede no ser muy perjudicial a 

los grandes negocios agrícolas, plantea un desafío para 

la expansión de oportunidades de agricultura a menor 

escala como parte del primer ítem de las negociaciones 

de paz con las FARC (que consiste en la reforma rural y 

acceso a la agricultura). Esto es un desafío importante, 

teniendo en mente la necesidad de alejar a los agriculto-

res de la cosecha de coca. 

Esta fragilidad de las economías rurales pone a las 

ciudades como un destino potencial para los guerri-

lleros desmovilizados (junto a emigrantes económicos 

“comunes”) hacia las ciudades. Además, la futura pros-

peridad económica de Colombia se une a desarrollo 

social y económico en ciudades a un grado mucho más 

grande que en zonas rurales, como lo afirma el Banco 

Mundial: “la eficacia y la productividad del sistema 

urbano de Colombia serán un determinante clave en la 

capacidad del país para la transición de una economía 

de ingresos medios a una de ingresos más altos”102.

Está muy claro que las autoridades nacionales 

son conscientes de la importancia de un sistema bien 

conectado de las ciudades. Uno de “los proyectos de 

infraestructura más ambiciosos en la historia del país” 

es ampliar la red vial y reducir tiempos de viajes y ries-

gos entre las principales ciudades de Colombia103, por 

ejemplo, las llamadas vías de cuarta generación, con 

una inversión actual estimada en $50 mil millones de 

pesos104. 

Dentro de las propias ciudades, Colombia ha reser-

vado US$8 mil millones a la inversión en infraestruc-

tura en la próxima década, pero es confuso si esto será 
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suficiente para corregir los desequilibrios principales 

de inversión en infraestructura pasada. Por ejemplo, la 

consultora inmobiliaria internacional JLL ha destacado 

que “las principales ciudades colombianas luchan con 

cuestiones de movilidad crónicas” debido a la urbani-

zación rápida en las últimas décadas y a la ausencia de 

normas que eximen a desarrolladores de invertir en bie-

nes públicos asociadas a soluciones del tráfico105.

Esta apuesta masiva a la conectividad creciente entre 

y al interior de las ciudades trae con ello los riesgos rela-

cionados con el “lado oscuro de la globalización”, men-

cionada anteriormente: la expansión de los flujos lícitos 

también aumenta las oportunidades para las economías 

ilícitas y el crimen organizado que las utiliza. En otras 

palabras, las dos principales amenazas sistémicas iden-

tificadas anteriormente, a saber, las economías ilícitas 

y el crimen organizado, también tienden a beneficiarse 

de la mayor conectividad. Además, con la produc-

ción económica urbana cada vez más importante para 

Colombia, el impacto relativo de la delincuencia para 

el desarrollo económico nacional tiende a aumentar (en 

comparación con las guerrillas rurales del siglo XX).

Problemas de desarrollo
El crimen organizado y las actividades ilícitas han 

tenido un impacto significativo en dos aspectos clave 

del desarrollo socioeconómico urbano. En primer lugar, 

la inseguridad aumenta la fragmentación del territorio, 

dejando áreas que son desproporcionadamente afecta-

das por extorsión, violencia y desplazamiento forzado. 

El segundo impacto está relacionado con movilidad y 

accesibilidad, en particular en los barrios más desfavo-

recidos afectados por la violencia criminal.

La persistencia del crimen organizado en una ciu-

dad causa lo que Vanda Felbab-Brown ha llamado “la 

bifurcación” del desarrollo urbano: la riqueza y la segu-

ridad relativa de algunas áreas en “ciudades globales”’ 

se mantienen en contraste con barrios bajos cercanos 

pegados en un círculo vicioso de pobreza e insegu-

ridad106. Esto ha causado la formación de comunida-

des cerradas y áreas ricas, en general desconectadas y 

temerosas de los peligrosos barrios bajos. Por ejemplo, 

el término “ciudad rota” a menudo se ha usado en Río 

de Janeiro para describir este contraste entre barrios 

seguros e inseguros desde la publicación de 1994 de un 

libro icónico del periodista Zuenir Ventura que describe 

el barrio bajo de Vigário Geral, el sitio de una masacre 

perpetrada por oficiales de la policía militar en 1993107. 

Más allá del problema ético de desarrollar ciudades 

que continuamente colocan a los pobres en áreas más 

peligrosas, esta bifurcación conlleva gastos socioeconó-

micos: el miedo que lleva a este “enclave” de las clases 

más ricas “cierra las vías para el diálogo e inclusión, y 

crea divisiones territoriales dañinas al funcionamiento 

eficiente de las ciudades”, según la CAF108.

El régimen gradual y no planificado de segrega-

ción que ahora caracteriza la urbanización en muchas 

ciudades de América Latina ha expuesto despropor-

cionadamente a los pobres a los costos socioeconómi-

cos de la violencia. El impacto más perjudicial de esta 

exposición a la violencia, desde un punto de vista de 

desarrollo urbano, es el acceso reducido a oportunida-

des. El más obvio es quizás el coste financiero para los 

pobres, principalmente en el modo que “los impuestos” 

(extorsión) de los grupos delictivos, hasta de pequeñas 

pandillas, drenan ahorros y reducen ganancias para la 

gente y los pequeños negocios109. Pero posiblemente un 

mayor daño aún se da en el capital social, es decir, las 

normas, reciprocidad, confianza y la red de relaciones 

sociales entre comunidades110. Una comunidad afec-

tada por la violencia tiene su capital social degradado a 

través de la reducción de la confianza y la cooperación 

y la generación de miedo (como se menciona abajo en 

relación a encuestas de percepción en Bogotá).111 Como 

Robert Muggah ha explicado: “Los residentes urbanos 

atrapados en ‘zonas en conflicto’ urbanas, pueden optar 

por disminuir o evitar invertir para aumentar el capital 

humano o físico de ellos mismos (o de sus familias)”, 

como la construcción de pequeños negocios, mejorando 

sus casas y otras formas de propiedad física, así como 

activos intangibles como la educación112. También pue-

den, sigue Muggah, “contener sus propias relaciones 

sociales y solidaridad con vecinos por miedo a expo-

nerse como víctimas”113.

Los bogotanos no están exentos de estos costos del 

capital físico y social. En particular, las autoridades han 

estado preocupadas por el coste de la actividad delic-

tiva de dos puntos críticos en lo que se refiere a servicios 

urbanos que proporcionan tales oportunidades: educa-

ción y transporte público.
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Una de las señales más visibles de este freno al acceso 

a oportunidades en Bogotá es el problema de la activi-

dad de pandillas alrededor de las escuelas. En septiem-

bre del 2016, la administración municipal relató que 78 

escuelas estaban en “áreas inseguras” con actividad de 

tráfico regular de drogas114. Una investigación de City 

TV de Bogotá también ha denunciado que existe un des-

plazamiento intra-municipal unido a esta actividad, y 

que debido a amenazas y venganzas presiona a meno-

res alrededor de escuelas a vender drogas y a alcanzar 

ciertas “cuotas” de ventas115. Claudia Palacios, la direc-

tora de City TV, dijo que la venta de drogas a menudo 

ocurre abiertamente, con estudiantes que se quejan de 

que lo primero que ven cuando dejan el edificio escolar 

es a un traficante de drogas116.

El consumo de drogas en sí no es el único impacto 

directo de esta actividad de las pandillas en la educa-

ción. Posiblemente tiene repercusiones de más largo 

plazo ya que las drogas pueden tener un impacto en 

el rendimiento escolar y llevar a la dependencia. Sin 

embargo, desde un punto de vista de sistemas urbanos, 

el riesgo principal está en la atracción no deseada de 

las áreas escolares a las pandillas. En otras palabras, la 

actividad de las pandillas alrededor de escuelas puede 

tener el efecto perverso de crear “puntos calientes” 

(hotspots) precisamente en las áreas donde un activo 

esencial del desarrollo socioeconómico se está desarro-

llando, a saber, la educación. La violencia, incluso el 

homicidio, implica “redes de asociación que siguen vec-

tores geográficos”: en otras palabras, el acontecimiento 

de cierto delito en un área puede llevar a delitos adi-

cionales y tipos diferentes (potencialmente más dañinos 

físicamente) del delito en áreas contiguas117.

Hay evidencias de propagación de pandillas alrede-

dor de las escuelas de Bogotá que apoyan esta teoría. 

La encuesta “Bogotá Cómo Vamos”, conducida por un 

egrupo de la sociedad civil, muestra que la percepción 

de seguridad en áreas escolares disminuyó en 25 pun-

tos porcentuales en sólo dos años, alcanzando el 45% en 

2015.118 Otro estudio de 2014 detectó a 695 “factores de 

riesgo sociales y criminales” alrededor de las escuelas 

de Bogotá, incluso 212 “pandillas” y 51 “organizacio-

nes criminales”119. De hecho, los choques entre bandas 

por el control territorial se han reportado alrededor de 

escuelas, aunque no haya todavía pruebas concluyentes 

de que los conflictos fueron motivados por el control del 

mercado de drogas en ael área120. La relación entre áreas 

deterioradas y propensas al delito y la educación se ha 

detallado explícitamente en un estudio de 2015 de la 

administración municipal, “Encuesta de Clima Escolar 

y Victimización en Bogotá”, que destaca un aumento de 

pandillas alrededor de las escuelas (en comparación con 

una encuesta de 2013) y advierte que “la importancia 

de las áreas circundantes” sobre las drogas y la presen-

cia de pandillas reduce el margen de maniobra de las 

escuelas para mitigar el problema121.

Otro servicio público clave para el futuro de Bogotá, 

y también aquejado por varios problemas, es el trans-

porte público. La ciudad no ha podido construir un 

buen sistema de tren subterráneo (metro), y sólo se está 

planeando gradualmente ahora. Esto deja al transporte 

público casi completamente dependiente de autobu-

ses y otros vehículos. Aunque esos tipos de transporte 

tienen gran valor para la población, los autobuses son 

vulnerables a las dinámicas territoriales de las pandi-

llas, como las fronteras invisibles, extorsión y hurtos. 

Los datos recientes sugieren que el crecimiento de las 

bandas pequeñas y descentralizadas ha aumentado el 

riesgo para autobuses y minibuses que cruzan “zonas 

en conflicto” de pandillas: a diferencia de la mayoría 

de los indicadores de seguridad en Bogotá, la seguri-

dad en el sistema de transporte público se ha deterio-

rado. El número de personas que reportan hurtos en 

este sistema subió en 13 puntos porcentuales según una 

encuesta de 2017 de la Cámara del Comercio de Bogotá, 

lo que representa el 29% de todos los hurtos reportados 

en Bogotá122. La ocurrencia de hurtos masivos, inclu-

yendo un incidente en marzo de 2018 cuando dos auto-

buses en rutas diferentes se robaron al mismo tiempo, 

levanta la atención sobre la tentativa de la delincuencia 

organizada de explotar sistemáticamente el sistema de 

transporte público123. 

La extorsión también ha estado en el radar de las 

autoridades de Bogotá, que han realizado operativos 

contra bandas especializadas en extorsión contra los 

conductores de autobuses124. La situación en Bogotá 

es menos penetrante que en países centroamericanos 

como El Salvador, donde la extorsión contra compañías 

de autobús asciende a aproximadamente US$ 26 millo-

nes por año y donde 692 trabajadores de transporte 
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fueron asesinados entre 2011 y 2016125. Pero la relevante 

situación extorsiva en el transporte público en otras ciu-

dades del sistema urbano de Colombia, como Medellín, 

debería proporcionar un relato aleccionador a Bogotá: 

se considera que el 90% de la flota de Medellín de auto-

buses y minibuses es afectado por la extorsión126. La 

Policía Nacional también lanzó una campaña de escala 

nacional en 2015 pidiendo a dueños y conductores de 

compañías de transporte público denunciar incidentes 

de extorsión a la Policía127.

El delito persistente en el sistema del transporte 

público implica más que el coste financiero para víc-

timas. Disminuye la confianza en servicios públicos e 

incrementa el costo para la gente, predominantemente 

pobre, que tiende a vivir en áreas periféricas a conec-

tarse con las oportunidades económicas y sociales agru-

padas en centros de la ciudad. 

La seguridad personal es un elemento clave en el 

proceso de toma de decisiones de la gente, cuando deci-

den entre usar el transporte público, adoptar alternati-

vas menos eficientes y más contaminantes (como carros 

y motos privadas) o desistir de las oportunidades total-

mente128. De hecho, aumentar la seguridad y la eficien-

cia han sido logros cruciales de la red de autobuses de 

tránsito rápido (BRT) de Bogotá, llamada Transmilenio 

y siguen siendo parte de sus retos permanentes129. Por 

lo tanto, la opción de las pandillas por afectar este ser-

vicio representa un choque sistémico con repercusiones 

en los activos urbanos conectados a él: por ejemplo, el 

menor valor de las propiedades y los ingresos fiscales 

a lo largo de la línea principal, menos empleos y dete-

rioro de la salud pública debido a la contaminación 

atmosférica asociada al uso generalizado del transporte 

privado130.

Problemas de gobernanza
La delincuencia organizada también presenta un desa-

fío a la gobernanza local, es decir a la capacidad de auto-

ridades para poner en práctica políticas y hacer cumplir 

la ley en todo el territorio municipal. Gobernanza es “la 

capacidad de un gobierno de producir y hacer cumplir 

reglas y facilitar servicios”131. Mientras que el daño a 

servicios públicos como educación y transporte perju-

dica los caminos de desarrollo socioeconómico de cier-

tas poblaciones, una gobernanza débil puede dañar la 

confianza de la población en autoridades e institucio-

nes. De esta manera reduce la capacidad de la admi-

nistración municipal de mejorar el sistema urbano 

interviniendo en sus vulnerabilidades y de poner en 

práctica políticas de prevención de riesgos. 

Como en el caso de daños al desarrollo socioeconó-

mico, el impacto del crimen en la gobernanza es com-

plejo. El delito no causa simplemente el debilitamiento 

de la gobernanza en territorios y poblaciones, sino que 

intensifica y facilita este proceso aprovechando vulne-

rabilidades preexistentes. Por ejemplo, áreas con pro-

blemas de larga data de poca presencia institucional del 

Estado tienden a presentar oportunidades para empre-

sas criminales debido a una baja probabilidad de la 

aplicación de la ley (aunque en Bogotá la presencia ins-

titucional tiende a ser más fuerte que en muchas otras 

ciudades colombianas). El Banco Mundial cita como 

uno de los principales costos de la violencia criminal el 

cambio que provoca en “la forma en que las víctimas 

(y los que temen ser víctimas) perciben las institucio-

nes estatales y cómo tales cambios pueden debilitar la 

buena gobernanza”132. 

En Colombia, se han concentrado los esfuerzos tradi-

cionalmente en estrategias diseñadas para restaurar el 

control estatal en áreas controladas por grupos armados 

no estatales en zonas rurales133. Recientes investigacio-

nes de la relación entre violencia, criminal y gobernanza 

en América Latina han mostrado que el impacto de la 

delincuencia organizada se extiende hasta a ciudades 

grandes donde grupos armados de grandes dimen-

siones no están visiblemente presentes. A continua-

ción, vamos a explorar algunos ejemplos del impacto 

a la gobernanza en otras ciudades colombianas antes 

de analizar como todo eso es relevante para el caso de 

Bogotá

Juan Carlos Palou argumenta que “el crimen organi-

zado tiende a degradar los mecanismos de control de 

la delincuencia común, y de esta manera afecta la segu-

ridad ciudadana”134. Por su parte, Juan Carlos Garzón, 

escribiendo sobre Cali, dice que la presencia desde hace 

mucho tiempo de los grupos criminales, incluso en la 

forma descentralizada de hoy, “ha creado espacios que 

han sido favorables para la actividad del crimen orga-

nizado”135. Señala, además, cómo las estructuras loca-

les del delito (pandillas descentralizadas no demasiado 
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diferentes de la que están presentes en Bogotá) ayudan 

en la “configuración de una especie de orden social” 

regulando cómo la economía ilícita (en especial el trá-

fico de drogas), aporta en el reclutamiento de miembros 

de pandillas y en las relaciones entre moradores locales 

y organizaciones criminales136. Una manifestación con-

creta de esto (casi literalmente) es la existencia de ‘ollas’, 

una palabra familiar con frecuencia usada en Colombia 

para describir zonas urbanas donde la economía ilícita 

de drogas funciona tranquila, considerando la carencia 

de la presencia institucional, sobre todo instituciones de 

seguridad137.

Un área hasta hace poco descrita como ‘olla’ es el 

Bronx, localizado en el corazón de Bogotá, no demasiado 

lejos del palacio presidencial. De hecho, la investigación 

de campo realizada para este informe ha ejemplificado 

cómo el impacto de estas “ollas” a la gobernabilidad 

puede ser persistente. Visitamos el área en junio de 

2017, más de un año después de la intervención condu-

cida por autoridades locales. A pesar de la ausencia de 

cualquier actividad delictiva visible, nuestro guía de la 

Secretaría Distrital de Seguridad, Convivencia y Justicia 

todavía sintió la necesidad de llamar una patrulla de la 

policía local para acompañarnos138. Además, el efecto 

del “orden criminal” ha deteriorado los edificios y el 

espacio público hasta tal punto que uno de los aspectos 

principales de la intervención consistió en la demolición 

de varias estructuras139.

Este debilitamiento de la gobernanza estatal tam-

bién tiene un costo en espacios privados, es decir casas 

y barrios residenciales en áreas desfavorecidas. Como 

hemos destacado en el capítulo anterior, tanto en ciu-

dades de Colombia como en otras partes hemos visto 

un fuerte vínculo entre extorsión de pandillas y des-

plazamientos. Las organizaciones humanitarias han 

mostrado el desplazamiento unido al uso del “miedo 

como un instrumento de control social” por parte de 

grupos armados, masivos cierres de comercios en ciu-

dades medias y el uso de amenazas, homicidios selec-

tivos, extorsión, reclutamiento de niños y adolescentes, 

explotación sexual y violencia basada en el género140. 

Estos “instrumentos”, dice un estudio, han destruido el 

tejido social y la capacidad de comunidades de organi-

zar una resistencia hacia los actores armados no estata-

les, provocando una onda individual o “gota por gota” 

de desplazamiento, que ha ido en aumento mientras 

que el desplazamiento de masas ha disminuido141. En 

Barranquilla, por ejemplo, las pandillas pintan las casas 

consideradas “objetivos militares” frente al fracaso de 

cumplir con demandas de extorsión o con fronteras 

invisibles establecidas por los criminales142.

Muchos actores han reconocido que el choque sisté-

mico del desplazamiento no sólo afecta otras áreas den-

tro de la misma ciudad, sino también otros nodos en el 

sistema urbano. Bogotá y sus alrededores han sido afec-

tados por muchos años de migración y desplazamiento 

desde el campo provocando “un conflicto entre diseño 

institucional y capacidad estatal”, en términos de justi-

cia y vigilancia policial143. Además, un miembro de la 

administración de Bogotá nos ha dicho que la muni-

cipalidad cercana de Soacha, de facto dentro del área 

metropolitana de Bogotá, tiene “una población grande 

de gente desplazada, la presencia más grande de gru-

pos delictivos e índice más alto de las necesidades 

básicas no atendidas”144. Como el alojamiento es más 

barato allá, tiende a ser más atractiva que Bogotá para 

emigrantes y poblaciones desplazadas de zonas rurales. 

A pesar de ser “absolutamente conurbana” con Bogotá, 

las agencias de policía respectivas de cada ciudad sólo 

pueden actuar dentro de sus jurisdicciones locales145, 

presentando un freno potencial a la coordinación y el 

intercambio eficiente de inteligencia.

Las implicaciones de los desplazamientos “no han 

afectado exclusivamente a las víctimas” pero “provo-

can cambios que afectan todo el país”146. Un ejemplo 

es que el desplazamiento a menudo ha significado “la 

des-ruralización” del país, con flujos de masas de per-

sonas hacia las ciudades.147 Historiadores de los des-

plazamientos han enfatizado también los “territorios 

cambiantes” en las periferias sin las capacidades locales 

para responder al rápido aumento de la población y la 

expansión de los asentamientos informales.148

Este fenómeno afecta a la capital, que recibió el por-

centaje más grande (el 4.9%) de la gente desplazada en 

el país desde 2013149, y también a cientos de ex miembros 

de grupos paramilitares derechistas durante el proceso 

de desmovilización en los años 2000 – y al menos algu-

nos de ellos se han unido a prácticas de ‘micro crimina-

lidad’ como operaciones de extorsión en Santa Rosa, en 

el sudeste de Bogotá150. Se estima que el número total 
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de personas desplazadas internamente (IDPs) en el área 

metropolitana de Bogotá, que incluye Soacha, es de 

aproximadamente 600,000. La Silla Vacía, un sitio web 

de noticias, ha llamado al área metropolitana “la capital 

del desplazamiento del mundo”151.

Incluso la estructura de pandilla descentralizada que 

caracteriza el paisaje criminal organizado en Bogotá 

causa el desplazamiento, a menudo pareciéndose al 

fenómeno de “gota a gota” identificado arriba, más que 

al desplazamiento de masas. La ONG Human Rights 

Watch y la Consultoría para los Derechos Humanos y 

el Desplazamiento (CODHES) descubrieron una corre-

lación geográfica en Bogotá entre presencia de grupos 

armados, pobreza y concentración de poblaciones des-

plazadas, citando áreas como Ciudad Bolívar, Bosa, 

Usme, Rafael Uribe Uribe y San Cristóbal152. 

Esta presencia criminal, hasta en un carácter descen-

tralizado y local, tiene un impacto en la gobernanza. 

Como CODHES dice: “las modalidades de la violencia 

social se superponen en la ciudad”, haciendo referen-

cia a la extorsión, préstamos usureros y tráfico de dro-

gas153. El impacto del desplazamiento es más difuso y 

a menudo permanece debajo del radar de los medios. 

Esto sólo aumenta la importancia de planificación y 

acción de la administración municipal para promover 

gobernanza y seguridad en áreas donde las institucio-

nes y políticas públicas todavía no llegan por entero. 

Desplazados, excombatientes y el sistema 
urbano en Bogotá
Además de los continuos desafíos planteados por la 

delincuencia organizada y las economías ilícitas en 

Bogotá, el fin del conflicto armado con las FARC-EP 

plantea nuevas cuestiones dentro de los ámbitos de 

las políticas de reintegración, empleo y seguridad. Los 

hallazgos preliminares relacionados con el actual pro-

ceso de reintegración, así como las lecciones aprendi-

das de experiencias anteriores, nos permiten identificar 

los riesgos relacionados con las capacidades de Bogotá 

para gestionar sus desafíos de desarrollo y gobernanza.

En la investigación de campo para este informe, 

hemos encontrado opiniones ampliamente divergen-

tes sobre cuál será el carácter geográfico del proceso de 

desmovilización y reintegración de las FARC. Mientras 

que la mayoría de las autoridades gubernamentales 

y de seguridad nacionales y locales han dicho que 

los excombatientes de las FARC permanecerán en 

áreas rurales, la Agencia para la Reincorporación y 

la Normalización ha manifestado preocupación con 

la posibilidad de que las grandes ciudades reciban 

hasta el 35% de los aproximadamente 8,000 excomba-

tientes154. “Los combatientes de bajo nivel no quieren 

quedarse con las FARC” en los Espacios Territoriales 

de Capacitación y Reincorporación (ETCR) estableci-

dos oficialmente en las zonas rurales para ayudarlos 

a pasar a actividades rurales legales, nos ha dicho un 

experto consultado. “Lo cual es un problema dado 

que el gobierno había acordado la desmovilización 

colectiva, pero los excombatientes tienen derecho a la 

autodeterminación”.

Esta “urbanización” de un proceso de reintegración 

originalmente diseñado para ocurrir en áreas de con-

centración rural ya puede haber comenzado. El jefe de 

la Misión de Verificación de las Naciones Unidas, Jean 

Arnault, dijo en noviembre de 2017 que el 55% de los 

excombatientes ya habían abandonado los espacios 

designados debido a la “desilusión” por la falta de 

oportunidades económicas en ese lugar155. Subrayando 

la importancia de la motivación económica para dicho 

éxodo, Arnault dijo que la búsqueda de tales oportuni-

dades era una razón más importante para irse que los 

deseos de los ex guerrilleros de reunirse con sus fami-

lias o ejercer un cargo político.

Aunque no hay información pública sobre la ubi-

cación de estos 55% de excombatientes, las lecciones 

aprendidas de los procesos anteriores y las tendencias 

delineadas en el Capítulo 1 apuntan fuertemente hacia 

las ciudades medianas y grandes. Dadas las fuertes raí-

ces rurales de la guerrilla de las FARC y el estilo de vida 

de sus miembros durante el conflicto armado, es poco 

probable que Bogotá u otras ciudades grandes sean 

inundadas por ellos. Pero, no obstante, combinado con 

las amenazas sistémicas presentes en Bogotá (delincuen-

cia organizada y economías ilícitas), este flujo potencial 

de algunos excombatientes plantea serios desafíos de 

desarrollo y gobernanza. El gobierno de Bogotá puede 

esperar desafíos asociados con la reintegración social, 

las oportunidades económicas y la seguridad de los ex 

combatientes de las FARC. La cuestión se complica con 

la falta de claridad sobre cual nivel de gobierno debe 
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atenderlos en varias etapas de la reincorporación, el 

municipal o nacional. 

La preocupación más inmediata para las autorida-

des de Bogotá en términos de reintegración se relaciona 

con la seguridad de los ex combatientes de las FARC, 

dos de ellos ya asesinados en la capital. Un miembro 

de 23 años del nuevo partido político formado por el 

antiguo movimiento guerrillero, ahora llamado Fuerza 

Alternativa Revolucionaria del Común, fue asesinado el 

21 de enero de 2018 en Ciudad Bolívar156. Un segundo 

asesinato tuvo lugar el 17 de febrero, cuando el ex preso 

político y miembro de las FARC Jhon Mariano Ávila 

Matiz fue asesinado en Bosa. Se había mudado a Bogotá 

para su proceso de reintegración después de salir de pri-

sión debido a la ley de amnistía. Bogotá fue señalada en 

una declaración por los líderes nacionales de las FARC 

el 23 de mayo, cuando el partido reportó “que han con-

tinuado las amenazas y hostigamientos en contra de sus 

militantes en Bogotá, así como la presencia de grupos 

criminales sucesores del paramilitarismo en diversas 

localidades, siendo especialmente preocupantes los 

casos de Ciudad Bolívar, Usme y San Cristóbal”157. Estos 

episodios muestran cómo la posición de Bogotá como 

centro de la política y de oportunidades económicas 

presenta un atractivo para los excombatientes. Si bien 

no es el centro del esfuerzo de reintegración, la capital 

es un centro de aspiraciones y conflictos políticos, que 

se amplía en la medida en que la reintegración rural 

en territorios de antigua presencia guerrillera se da de 

manera incompleta, como el avance parece demostrar.

Estas preocupaciones de seguridad no son anomalías 

momentáneas. Su conexión con las amenazas sistémicas 

de las ciudades ha sido delineada por la Defensoría del 

Pueblo, que dijo en un informe de octubre de 2017 que 

las economías ilegales en entornos urbanos como nar-

cotráfico, microtráfico, contrabando y lavado de dinero 

intensifican las actividades de los grupos armados ile-

gales, agregando que “elementos coyunturales como la 

implementación del Acuerdo Definitivo de Paz podrían 

propiciar las violaciones a los derechos humanos”158. 

Este es un ejemplo prominente – y urgente – de cómo 

las amenazas sistémicas tienen efectos dominantes 

sobre otros dominios de políticas urbanas y debilitan las 

capacidades de respuesta una vez que se agregan otros 

factores de riesgo.

Este efecto en las capacidades institucionales es 

fundamental para las discusiones sobre la resiliencia 

urbana, un concepto utilizado por los planificadores 

urbanos y expertos para describir la capacidad de una 

ciudad, sus instituciones y comunidades para adaptarse 

y prosperar, incluso frente a problemas prolongados y 

crisis repentinas159. La Defensoría menciona el riesgo adi-

cional de “conmoción” en los entornos urbanos debido 

a la mayor competencia por los servicios y bienes públi-

cos con la llegada de los combatientes desmovilizados y 

la mala receptividad que esto tendrá entre las comuni-

dades locales existentes. Bogotá tiene 351.870 víctimas 

registradas del conflicto armado, un ejemplo de cómo 

las últimas décadas de conflicto armado han impactado 

los servicios urbanos. El servicio de educación pública, 

por ejemplo, atiende a 66,935 víctimas. Los servicios de 

Bogotá no se verán abrumados por unas pocas decenas 

o incluso cientos de combatientes desmovilizados, pero 

estas personas, si realmente eligen la capital, llegarán 

en el momento de mayor polarización política y escep-

ticismo en torno al acuerdo de paz – ade acuerdo con lo 

expresado durante la campaña electoral de 2018. 

Estos desafíos inevitablemente interactúan con las 

fragilidades preexistentes, como la pobreza ya signifi-

cativa y la urbanización no planificada causada en parte 

por olas anteriores de migración relacionada con el con-

flicto. Bogotá ha enfrentado en los últimos 60 años una 

“asociación conflictiva entre urbanización, migración, 

marginalidad y subnormalidad”, reflejada en una oferta 

deficiente de salud, educación y vivienda, entre otros 

servicios160.

Existe evidencia significativa en Colombia de este 

vínculo entre las fragilidades preexistentes y los nuevos 

desafíos relacionados con los procesos de desmoviliza-

ción. Por ejemplo, una encuesta realizada por Fundación 

Ideas para La Paz concluyó que algunos “factores de 

riesgo” presentes durante el proceso de reintegración 

aumentan el riesgo de reincidencia por parte de excom-

batientes. Entre los factores de riesgo prominentes se 

encuentran las redes sociales (en el sentido de relacio-

nes personales o profesionales entre personas) a las que 

están asociados estos excombatientes. Es interesante 

observar que Bogotá figura en el informe como una de 

las principales “regiones con redes de reincidencia más 

grandes”161.
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Otro estudio de la FIP sobre los problemas de las 

estrategias de reintegración de los miembros de rango 

medio de las FARC enumera la difícil adaptación a los 

entornos urbanos como una de las principales preo-

cupaciones162. Una vez más, la presencia del crimen 

organizado y la violencia se menciona como parte del 

problema, tanto por su seguridad personal como por los 

riesgos de reincidencia. El informe observa que “loca-

lidades en Bogotá como Usme y Bosa son lugares eco-

nómicamente asequibles para los desmovilizados, pero 

con deficiencias perceptibles en materia de seguridad”.

Estos problemas relacionados tanto con el desarrollo 

como con la gobernanza en Bogotá se han manifestado 

durante procesos de desmovilización anteriores, como 

el de los grupos paramilitares. Su llegada a las grandes 

ciudades tuvo lugar predominantemente en áreas peri-

féricas con redes preexistentes de actividades ilícitas y 

en ocasiones violentas163. El contraste entre la fragili-

dad de servicios e instituciones legales, centradas en el 

estado y la ubicuidad de las redes ilegales se suma a los 

factores de riesgo que se ciernen sobre los combatientes 

desmovilizados, tanto ahora como en el pasado.

Incluso sin una abundancia de oportunidades 

económicas legales, las ciudades en general son vistas 

como lugares de esperanza y progreso socioeconómico 

por los pobres. Esto es cierto no solo en Colombia: se 

ha descrito como un problema mundial conocido como 

“urbanización sin crecimiento”164: crecientes poblacio-

nes metropolitanas sin un crecimiento económico de 

proporción correspondiente. Ante la ausencia de un 

gran boom en la industria agrícola en Colombia, es prob-

able que Bogotá atraiga a algunos de estos emigrantes 

rurales esperanzados, sin mencionar la continuación 

del desplazamiento interno relacionado con la violencia 

criminal y el conflicto con el ELN. 

El éxodo de los ETCR muestra que parte de la pobla-

ción desmovilizada ya está tomando el camino de la 

reintegración individual. Durante el gobierno del pre-

sidente Álvaro Uribe (2002-2010), que llevó a cabo un 

proceso de desmovilización de grupos paramilitares 

de derecha, su reintegración en Bogotá “tomó la forma 

de migración interna”, con un aumento gradual de la 

población desmovilizada165. En 2005, Bogotá acogió al 

60% de los combatientes que pasaron por los proce-

sos de desmovilización individual (cuando no forman 

parte de un grupo establecido en un lugar específico 

para recibir alguna forma de ayuda gubernamental). De 

ellos, solo el 7% había nacido en la ciudad166. El hecho de 

que la mayoría de ellos se dirijan a las periferias empo-

brecidas, donde la vivienda es más barata, pero los 

servicios públicos y las oportunidades económicas son 

generalmente menos comunes, intensifican los desafíos 

planteados por estos recién llegados.

El proceso de reintegración, por lo tanto, plantea ries-

gos importantes pero manejables para Bogotá, desde 

que se dé la adecuación institucional necesaria para 

atenderlos. El principal desafío para los formuladores 

de políticas y los profesionales de su ejecución proviene 

de la acumulación de diferentes fuentes de presión para 

la gobernanza urbana y los mecanismos de desarrollo. 

A pesar de que Bogotá no es el centro del proceso de 

reintegración, las tendencias pasadas y presentes apun-

tan a riesgos existentes para el capital en términos de 

mayor presión sobre sus ofertas de desarrollo, gober-

nanza y oportunidades económicas durante la fase de 

reintegración.
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Un diagnóstico común tanto entre expertos como entre 

diseñadores de políticas públicas en zonas de violencia 

urbana de América Latina es que los programas y las 

instituciones trabajan en “silos”, mal coordinados y en 

ausencia de una estrategia intersectorial. Un político 

prominente, que constantemente apuntaba a esto es 

José Mariano Beltrame, quien creó y puso en práctica las 

Unidades de Policía Pacificadora (Unidades de Policía 

Pacificadora, UPPs en la sigla en portugués) en los 

barrios bajos de Río de Janeiro, Brasil. Con frecuencia 

se quejaba de la falta de presencia de servicios públicos 

e infraestructura, concebida como el contrapunto desde 

el campo de desarrollo social al esfuerzo de seguridad 

en barrios bajos cubiertos por las UPPs167. Respecto a la 

presencia precaria de servicios como la justicia, la pla-

nificación urbana y la seguridad social, dijo: “el sistema 

como un conjunto se ha descuidado”.

Como Beltrame, otros tomadores de decisiones y 

analistas han usado el término “sistema” para estu-

diar una variedad de desafíos urbanos, desde el desa-

rrollo económico hasta cuestiones ambientales. En 

este capítulo, los diferentes elementos que afectan el 

sistema urbano con relación a la seguridad pública 

(y cuestiones de desarrollo relacionadas) se unirán 

en un marco que puede ser usado por tomadores de 

decisiones para planear intervenciones y hacer pre-

vención de riesgos de seguridad. Nos hemos referido 

a amenazas sistémicas (redes económicas ilícitas y 

pandillas locales) como aquellos con la capacidad de 

afectar a varios subsistemas urbanos o aspectos críti-

cos de la vida urbana. Estos efectos se han descrito en 

el capítulo anterior como choques sistémicos debido 

a su capacidad de afectar varias esferas de políticas 

públicas más allá de la seguridad pública, que hemos 

agrupado en las categorías de desarrollo socioeconó-

mico y gobernanza.

Mucho más que destacar sólo la magnitud de las 

amenazas y choques, el uso de un “enfoque de siste-

mas” ayuda a destacar y priorizar las interacciones 

principales entre partes de la ciudad (y la gente en ella) 

que tienen un rol en el problema. En otras palabras, nos 

ayuda a entender cómo los problemas diferentes se rela-

cionan y, por lo tanto, a idear soluciones transversales 

y multidisciplinarias que puedan juntar los “silos” del 

gobierno y la sociedad.

Definición de sistemas
La teoría de sistemas ha resultado un enfoque útil para 

estudiar fenómenos sociales desde al menos los años 

1960, derivado de la biología y la cibernética168. A pesar 

de que ha sido subutilizado en disciplinas como crimi-

nología, estudios estratégicos y estudios de seguridad, 

la creciente preocupación por la violencia urbana y las 

políticas locales para contrarrestarla presentan la opor-

tunidad ideal para desarrollar aún más este enfoque y 

aplicarlo en la práctica.

Muchos estudios recientes de procesos de urbaniza-

ción en América Latina han adoptado una perspectiva 

sistémica. El Departamento Nacional de Planeación 

(DNP) condujo un estudio en 2012 y 2013 para definir 

mejor los vínculos administrativos y económicos y los 

vacíos en 58 ciudades colombianas169. El Banco Mundial 

también ha publicado un estudio de los sistemas urba-

nos en Colombia con el objetivo de fomentar vínculos 

más fuertes entre las ciudades y facilitar la planifica-

ción y las políticas públicas170. Igualmente, el Consejo 

Nacional para la Política Social y Económica (Conpes) 

publicó en 2014 un documento titulado ‘Política 

Capítulo 3 –  
Choques y amenazas al sistema 
urbano 
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Nacional para Consolidar el Sistema de Ciudades en 

Colombia’, a fin de “tomar la mejor ventaja de los bene-

ficios de la urbanización y aglomeración”171. Estos enfo-

ques, como muchos otros estudios de urbanización en 

un nivel internacional, han adoptado una mirada pre-

dominantemente económica, estudiando flujos como 

comercio, empleos y actividad industrial del trabajo.

Fue David Kilcullen quien más tuvo presente un 

marco para analizar flujos negativos y perjudiciales a 

través de una perspectiva de sistemas para “ver lo que 

pasa en una ciudad bajo tensión”172. Menciona algunas 

de las amenazas que hemos analizado en el Capítulo 1, 

como las redes ilícitas transnacionales, los migrantes 

rurales y los flujos de información, como “conjuntos de 

interacciones” que afectan las “dinámicas de conflicto 

locales e internacionales”173.

Este enfoque sistémico está diseñado para resaltar 

los vínculos entre los diferentes actores o espacios y 

los flujos entre ellos. De esta forma, es útil estudiar un 

problema como el crimen organizado, para el cual cosas 

como los flujos ilícitos, la descentralización, la fragmen-

tación y los vínculos transnacionales han sido repeti-

damente señalados en la literatura como características 

definitorias.

Como hemos dicho en la introducción, el enfoque 

de sistemas es relativamente simple. Se parte de una 

definición de sistemas como “entidades organizadas 

que se forman de elementos u objetos y su interac-

ción”174. El foco dedicado a la teoría de sistemas y enfo-

ques para la planificación urbana ha ampliado nuestro 

entendimiento de sistemas humanos o sociales, como 

es el caso de las ciudades. En 1969, por ejemplo, Brian 

McLoughlin sostuvo que un sistema humano se forma 

de “actividades localizadas en espacios”, relacionán-

dose o conectándose “por medio de las comunicaciones 

físicas o no materiales”175. Por lo tanto, un enfoque sis-

témico expresa mucho más que sólo decir que las cosas 

se interconectan. El enfoque es sobre la identificación 

de las interacciones principales dentro de las entidades 

organizadas que son las ciudades.

El ejemplo típico del sistema urbano cuando este 

enfoque estaba en sus comienzos era el transporte de 

masas, en el cual las ubicaciones comerciales o residen-

ciales establecen una amplia serie de encadenamientos 

entre ellas: por ejemplo, empleados que viajan a diario 

al y del trabajo, cadenas de suministro, servicios a con-

sumidores y bienes etc.176. Los usos del enfoque de siste-

mas se han ampliado desde entonces y las interacciones 

que se pueden estudiar incluyen no sólo el cambio físico 

de personas, bienes o servicios, sino también el inter-

cambio de información, capital humano y hasta poder 

político177. Por ejemplo, John Friedmann ha detallado 

cómo el poder ejercido por gobiernos u otros actores 

(privados), puede afectar la distribución y los flujos de 

los recursos, negocios e innovación, que por su parte 

afecta al espacio urbano y al crecimiento y desarrollo de 

la metrópoli178.

Sistemas urbanos y seguridad en Colombia
El enfoque sistémico para estudiar los riesgos, las vul-

nerabilidades y los choques urbanos se basa en el enten-

dimiento de la violencia urbana y la seguridad como 

problemas complejos, multicausales y multidimensio-

nales, pero agrega nuevas herramientas para la planifi-

cación de políticas. Al enfocar las interacciones entre los 

actores urbanos - cómo se llevan a cabo, su intensidad, 

direcciones y cambios dentro del espacio urbano - el 

enfoque allana el camino para visualizar el impacto de 

la inseguridad a lo largo de una cadena de actores, acti-

vidades y áreas de políticas.

Por ejemplo, el problema del microtráfico o el de las 

pandillas locales, se alimenta de una vulnerabilidad 

espacial (los vacíos en los servicios públicos y en la 

presencia estatal en áreas marginadas). El impacto de 

ese problema también perjudica la conexión de comuni-

dades vulnerables con áreas productivas de la ciudad, 

con el consecuente daño al desarrollo socioeconómico 

de esa área. La repetición de ese impacto sobre más 

comunidades o por períodos prolongados de tiempo 

también perjudica, en una escala más alta, el desarrollo 

de la ciudad en su conjunto. En este análisis del sistema, 

tomamos los siguientes elementos o actividades relacio-

nadas entre ellas:

 �Riesgos: pandilla local, actividad de microtráfico 

organizada (con impacto a una variedad de ubi-

caciones y actores).

 � Espacio: sin servicios y periferia marginalizada.

 �Vulnerabilidad espacial: servicios públicos, 

infraestructura y presencia estatal.
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 �Actividades afectadas: productividad, oportuni-

dades económicas, desarrollo socioeconómico.

 � Flujos afectados: el acceso de la comunidad a 

redes sociales más amplias, instituciones esta-

tales, economía legal, oportunidades de trabajo, 

conexiones del sector privado.

Pensar el problema como sistémico es una alterna-

tiva para los responsables por políticas públicas.Obliga 

tanto a planificadores políticos como a analistas a con-

centrarse en las cadenas de actividades y actores: por 

ejemplo, dirección el análisis sobre las causas del pro-

blema más allá del área imediatamente afectada y sobre 

los efectos sobre un área geográfica más amplia. Esto, 

por su vez, ayuda en el mapeo de los actores políticos 

involucrados en la prevención, mitigación y posible 

eliminación del problema en cada actividad o elemento 

(por ejemplo, secretarías locales, agencias de seguridad, 

agentes del sector privado, líderes comunitarios, etc.).

La diferencia con los enfoques existentes basados 

también en la coordinación holística y multisectorial 

es que establecer una perspectiva de sistemas a un 

problema de seguridad pública implica establecer las 

interacciones entre cada elemento. Después de eso, uno 

puede anticipar qué repercusiones puede generar una 

acción (por ejemplo, una intervención para eliminar un 

punto de venta de drogas) en otra área u otra actividad 

debido a los patrones de interacción existentes que man-

tienen (por ejemplo, la migración de drogas ilícitas). 

Como Brian McLoughlin expuso en su “Planificación 

urbana y regional: un enfoque de sistemas”, una acción 

de un individuo o grupo “tiene repercusiones que alte-

ran el contexto de las decisiones de actuar por otros 

individuos o grupos en momentos posteriores”179.

El concepto principal de seguridad urbana en el enfo-

que sistémico es el de interacciones. ¿Cómo analiza uno 

interacciones? No es exactamente un elemento concreto 

o visible. McLoughlin sugiere que son modelos del 

comportamiento, actividades frecuentes relacionadas 

por “las comunicaciones físicas o no materiales”180. Una 

perspectiva útil es que estos comportamientos siguen 

una lógica: porque los individuos y los grupos procuran 

maximizar sus ventajas y reducir al mínimo los costos, 

es posible aumentar costos en comportamientos espe-

cíficos (digamos, tráfico de drogas en una esquina de 

la calle), llevando a un cambio del modelo de compor-

tamiento. Por ejemplo, un cambio en la manera con la 

cual un grupo se relaciona con la esquina de la calle, 

los habitantes locales, los consumidores externos que la 

frecuentan y los espacios alrededor. En principio, sería 

posible intentar anticipar los ajustes en interacciones de 

este grupo con otras esquinas de la calle de la ciudad y 

sus contextos.

Los usos del enfoque sistémico en Bogotá
Razonando sobre una “nueva ciencia de ciudades”, 

Michael Batty ha destacado que el estudio de estas inte-

racciones, flujos y elementos está todavía en evolución 

porque “en los últimos veinte años, hubo un cambio 

radical en el modo que hemos comprendido cómo las 

ciudades funcionan”181. Hay dos desafíos principales 

en la aplicación del enfoque de sistemas para analizar 

un problema tan específico (en el contexto de estudios 

urbanos) como seguridad o delito. El problema más 

inmediato consiste en que los estudios sobre sistemas 

urbanos han analizado procesos o ubicaciones físicas 

como casas, calles y negocios. El segundo desafío – y 

relacionado al anterior –consiste en que el enfoque de 

sistemas urbanos se desarrolla mucho más entre econo-

mistas que entre analistas de seguridad o analistas polí-

ticos182. Por ejemplo, el estudio de sistemas urbanos con 

relación a cadenas de producción de valor y empleos se 

ha aplicado incluso al caso colombiano183.

John Friedmann analizó la influencia de relaciones 

de poder dentro de un sistema urbano184. Su foco no era 

sólo en la descripción de relaciones dentro de una ciu-

dad sino también entre ciudades dentro de un sistema 

urbano nacional. De todos modos, su atención a rela-

ciones de poder y competencias entre categorías dife-

rentes de elementos urbanos, por ejemplo, entre una 

élite ‘principal’ y una ‘periferia’, se puede relacionar 

con dinámicas subyacentes a los problemas de seguri-

dad descritos más arriba, como debilidad estatal, orde-

nes sociales alternativos, sistemas económicos ilícitos y 

control territorial. En otras palabras, es posible adaptar 

su marco de relaciones de poder entre elementos urba-

nos a un contexto de relaciones de gobernanza, en el 

cual las relaciones y confianza entre periferias y el cora-

zón urbano (que puede ser el estado, instituciones y la 

administración municipal) varían.
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Una relación totalmente recíproca implica una zona 

urbana con buenos servicios: si sus ciudadanos pagan 

sus impuestos y cumplen con el orden público, reci-

ben a cambio servicios públicos eficientes, seguridad e 

infraestructura. En el extremo opuesto, podemos visua-

lizar una relación no muy recíproca, retomando el caso 

del Bronx de Bogotá antes de la intervención en seguri-

dad de la administración municipal de 2016: los ciuda-

danos apenas reconocen la autoridad estatal y pueden 

ser demasiado pobres para pagar cualquier impuesto, 

pero, igualmente, apenas reciben cualquier servicio 

público, seguridad o infraestructura. En el medio, o 

quizás más cerca de lo no recíproco, podemos pensar en 

un área con una relación desigual con el estado: gene-

ralmente pagan sus impuestos, algunos han recurrido 

a actividades ilícitas y otros en su juventud han desa-

rrollado lazos con pandillas mientras que, por su parte, 

los servicios públicos, la seguridad y la infraestructura 

son irregulares y intermitentes. De manera similar al 

modelo de Friedmann, las relaciones (interacciones) 

entre estos elementos urbanos pueden cambiar, y esto 

por su parte cambiaría el carácter del área o comuni-

dad y su lugar en el espectro. Con objetivos de políti-

cas públicas, pretenderíamos obviamente mover una 

interacción no recíproca gradualmente hacia una más 

recíproca.

Algo importante que se puede sumar a este modelo es 

la posibilidad de competencia entre diferentes núcleos 

o elementos, con influencia o poder sobre periferias. En 

las palabras de Friedmann (refiriéndose a una periferia 

“pasiva” que se encuentra “dentro del área de influen-

cia” de un núcleo competidor): la periferia tiene “poca 

fuerza propia para resistir a tales avances, y su opresor 

original se puede igualmente incapacitar”185. En nues-

tro propio modelo, el papel del núcleo competidor es 

el de actores ilícitos o delincuencia organizada, que 

proporciona fuentes de ingresos alternativas, empleos 

precarios, una seguridad territorial rudimentaria para 

moradores locales y en general un “orden social” 

alternativo186.

El modelo por lo tanto se organizaría como en el 

gráfico 2, en que el eje horizontal representa el nivel 

de reciprocidad entre periferia y el estado en un con-

texto urbano. A lo largo de este rango, los agentes ilíci-

tos como organizaciones criminales pueden explotar la 

situación para proporcionar o forzar sobre la periferia 

un sistema de gobernabilidad alternativo. Estos agen-

tes inconformes son representados por la variación en 

color en el rango horizontal: adelante hacia la derecha 

es mayor el riesgo de que la comunidad sea captu-

rada por relaciones competitivas con agentes ilícitos y 

armados que fragmentan y/o sustituyen la gobernanza 

estatal. 

El desafío de la política está en el mejoramiento de 

las interacciones entre la periferia y el estado a fin de 

que se vaya dando gradualmente la transición de una 

relación del no recíproca (comunidades marginadas, 

vulnerables) hacia un escenario recíproco (estable, bien 

Recíproca Relación no recíprocaRelación
fragmentada

Los ciudadanos pagan 
impuestos, cumplen con la 

ley y el orden; estado 
proporciona servicios 

públicos e�cientes, 
seguridad e infraestructura

Los ciudadanos casi no 
reconocen la autoridad del 
estado; pobreza; el estado 

casi no ofrece servicios 
públicos, seguridad o 

infraestructura

Mobilidad

Efectiva presencia policial

Oportunidades economicas

Gráfico 2: Espectro de vinculación entre una periferia urbana y el estado
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conectado y con comunidades atendidas por servicios 

públicos). A fin de representar estas intervenciones 

públicas, el modelo incluye flechas encima del rango 

que se relaciona con diferentes áreas de política, agen-

cias y agentes que pueden contribuir para mover los 

vínculos o relaciones del extremo derecho al izquierdo 

(del no recíproco al recíproco), es decir ayudar a cons-

truir interacciones más fuertes y mejores. Los servicios 

e infraestructura necesarias para mejorar esas interac-

ciones dependen de las vulnerabilidades de cada comu-

nidad. Las flechas asociadas con cada elemento de la 

intervención pública varían en su tamaño para repre-

sentar la importancia asignada a cada área de la polí-

tica, basada en las vulnerabilidades de la comunidad.

Este modelo ayuda a presentar el carácter multidi-

mensional de los problemas de seguridad y desarrollo 

que hemos estado examinando. Su idea central tiene a 

ver con las interacciones: los vínculos entre una perife-

ria y el estado. Esto es esencial porque la teoría de sis-

temas urbana señala las interacciones como el aspecto 

principal. Como cualquier modelo teórico, consiste en 

simplificaciones y generalizaciones para ayudar en la 

visualización de un desafío o marco para el cambio. 

En este caso, podemos pensar en otras formulaciones 

potenciales en las cuales (por ejemplo) los ciudadanos 

proporcionan su necesidad al estado sin recibir una 

respuesta correspondiente. Otras formulaciones son 

posibles. Pero para este estudio, este modelo ofrece un 

punto de salida novedoso para el análisis y para generar 

nuevas investigaciones que lo desarrollen y mejoren.

La utilidad de usar el enfoque sistémico es que pone 

su atención en las interacciones e interdependencias 

entre diferentes actores, instituciones y riesgos. Este 

enfoque se hace eco de otros estudios recientes que 

destacan la necesidad cada vez más fuerte de analizar 

violencia y seguridad de forma coordinada entre disci-

plinas y áreas de política pública. También es un enfo-

que útil para los problemas prácticos de seguridad en 

Bogotá, que se enfrenta a una delincuencia organizada 

y economías ilícitas transnacionales, bien conectadas y 

descentralizadas. Esto refuerza la necesidad de alejarse 

de un enfoque restricto a las áreas violentas sin consi-

derar sus inevitables conexiones con el resto de la socie-

dad urbana. 
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Construir la paz y seguridad en Bogotá significa rom-
per los lazos que unen a actores armados y ilegales 
con las comunidades más vulnerables de la ciudad. 
Solamente de esa manera la ciudad puede corregir los 
daños que eses actores imponen sobre el desarrollo y 
la gobernanza de la ciudad. Pero los problemas actua-
les de seguridad resisten a soluciones de corto plazo 
porque están entrelazadas con comunidades urbanas 
marginadas y sus economías políticas. 

Por eso, la mejor manera de adaptar la estrategia de 
seguridad municipal para los desafíos de seguridad 
del futuro es fortalecer los lazos entre las institucio-
nes, servicios públicos y las comunidades marginadas 
donde el crimen actúa con más fuerza. Mejorar la coor-
dinación entre actores públicos, por lo tanto, es esen-
cial. Hemos sugerido un enfoque de sistemas como un 
método para analizar los problemas y identificar las 
fragilidades principales en oferta institucional. 

Ese enfoque fortalece la estrategia ya existente 
en Bogotá. Citando al Plan Integral de Seguridad, 

Convivencia Ciudadana y Justicia de Bogotá 2017-2020, 

publicado por la administración distrital, los problemas 

de seguridad de la ciudad involucran una serie de desa-

fíos socioeconómicos y políticos: la inseguridad es “el 

resultado de múltiples factores sociales, económicos, 

culturales, históricos entre otros, por lo tanto, tanto el 

diseño de la política de seguridad como su implement-

ación deben involucrar la coordinación permanente de 

diferentes sectores”187. El plan presenta una estrategia 

que consiste en conseguir la cooperación intersectorial 

basada en prevención, control de áreas problemáticas, 

mejorías a la justicia y la inversión en tecnologías y 

bienes. Esta estrategia está bien desarrollada e incluye 

enfoques sensibles al espacio urbano como el CPTED 

(Prevención del Crimen a través del Diseño Ambiental), 

que usa instrumentos de arquitectura, diseño de las 

calles y participación comunitaria en la elaboración de 

políticas a fin de disuadir la actividad criminal188.

La estrategia también presenta un “modelo de inter-

vención integral del territorio”, basado en la coordi-

nación entre autoridades de seguridad, comunidades 

locales y otras autoridades involucradas en seguridad y 

estabilidad. De particular importancia para las amena-

zas e implicaciones que hemos destacado arriba, el plan 

dispone del concepto de intervenciones en los “territo-

rios de alta complejidad”, citando las siguientes ubica-

ciones: Kennedy, Ciudad Bolívar, Bosa, Santa Fe, Los 

Mártires, San Cristóbal, Rafael Uribe y Suba. En estas 

áreas, las autoridades han identificado dinámicas de 

violencia que complican las intervenciones189.

La estrategia municipal de “articulación en el terri-

torio”, por su vez, también pretende “establecer cana-

les de comunicación con la comunidad y demás actores 

locales” que afectan la seguridad. Esto implementado 

por “gestores de convivencia”, agentes que sirven como 

puente entre preocupaciones de la comunidad y los for-

muladores de políticas públicas190.

Estos objetivos y planteamientos se beneficiarían 

enormemente de un enfoque de sistemas, que sería 

de una utilidad especial en procesos de planificación 

a nivel estratégico. El enfoque ayudaría a analizar el 

sistema urbano más allá de la ubicación inmediata de 

una crisis de seguridad a fin de identificar los elementos 

principales implicados en las relaciones e interacciones 

entre poblaciones, economías ilícitas, actores armados y 

otros actores claves. 

El enfoque de sistemas también puede ser útil para 

priorizar ciertos servicios y áreas de políticas públicas, 

Conclusión
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teniendo en cuenta el patrón de la interacción de un área 

con su exterior. Por ejemplo, un área puede reducir su 

vinculación a actores ilícitos a través de caminos mejo-

rados y de transporte para acceder a oportunidades eco-

nómicas legales en otra parte de la ciudad, mientras que 

otra área tendrá mayores deficiencias institucionales, 

requiriendo inversión en servicios más básicos como 

educación, sistema de justicia o vigilancia en “hotspots”. 

Es importante destacar que esos servicios a menudo 

están disponibles desde afuera de las comunidades bajo 

intervención, y por eso es esencial mirar las interaccio-

nes y los accesos hacia el exterior y no solamente las 

mejorías internas (aunque, como ya afirmamos, esas 

también son importantes). El enfoque sistémico también 

estimula los formuladores de políticas públicas a mirar 

los vínculos más allá del área inmediata de intervención 

y anticipar posibles efectos indirectos a otras áreas – 

por ejemplo, identificando las áreas que representan el 

mayor riesgo de difundir a otros barrios las dinámicas 

criminales como hurtos, extorsión u homicidios. Para 

ese fin, el Modelo Nacional de Vigilancia Comunitaria 

por Cuadrantes, usando tecnología de datos para orien-

tar a los oficiales de patrulla en función de las necesida-

des específicas de cada localidad, encaja perfectamente 

con el enfoque de sistemas urbanos.191 Esto permite, 

además, combinar el monitoreo detallado de delitos con 

el entendimiento estratégico de las interrelaciones entre 

áreas y vulnerabilidades urbanas.

Este estudio también destacó potenciales amenazas 

e impactos que afectan el sistema urbano de Bogotá en 

conjunto, con el objetivo de avanzar en el entendimiento 

sobre el carácter sistémico de sus desafíos en seguridad. 

El estudio confirmó dos amenazas sistémicas: grupos 

armados no estatales que actúan de un modo descen-

tralizado pero muy relacionado y sistemas económicos 

ilícitos.

Estas amenazas explotan vulnerabilidades que facili-

tan o aceleran los vínculos entre comunidades periféri-

cas y actividades ilícitas, por ejemplo, presencia de un 

estado débil en materia de seguridad, servicios públicos 

insuficientes y la presencia ya tradicional de modelos de 

crimen como el lavado de dinero y el tráfico de cocaína 

en Bogotá. 

El propósito de la política pública es corregir estas 

debilidades con el fin de guiar a comunidades vulne-

rables desde la influencia de actores ilícitos y violentos 

hacia un estado de paz, seguridad y desarrollo. El obje-

tivo principal es crear un acceso estable a las oportuni-

dades del sistema urbano en su conjunto: su economía, 

cultura, redes sociales y todos los elementos que susten-

tan las esperanzas y los sueños de la creciente población 

de Bogotá.

El fin del conflicto armado con las FARC propor-

ciona un llamado para la adaptación de estrategias 

y políticas públicas. En ciudades, especialmente los 

grandes centros como Bogotá, es esencial adaptar las 

estrategias a las nuevas dinámicas del crimen organi-

zado y las economías ilícitas para poder garantizar la 

paz y seguridad. Los desafíos de implementar desa-

rrollo socioeconómico y mejorar la oferta institucional 

en áreas marginadas son críticos para la manutención 

de la paz urbana, teniendo en vista que las amenazas 

criminales de hoy son aún más interesadas el las urbes 

que las guerrillas. El progreso en eses frentes en Bogotá 

tiene el potencial de servir de modelo a otros centros 

vulnerables de Colombia y América Latina. 
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La adopción de un enfoque de sistemas para la segu-
ridad urbana para avanzar el vínculo entre seguridad, 
paz, desarrollo y gobernanza: La planificación de segu-

ridad en Bogotá no debe tomarse aisladamente de otras 

áreas de políticas públicas. Los enfoques tradicionales 

de la seguridad pública en América Latina incluyen la 

eliminación de los jefes criminales y el despliegue pro-

visional (a menudo coyuntural) de fuerzas militares 

o policiales durante o después de una crisis. Mientras 

que estos enfoques tienen sus méritos, un enfoque más 

estratégico debe tener en cuenta la comprensión de la 

ciudad como un sistema. Esto significa que las diferen-

tes actividades que tienen lugar en una ciudad están 

conectadas entre sí y el objetivo final de la política de 

seguridad es facilitar las conexiones de los ciudadanos 

con los servicios y oportunidades urbanas, además de 

interesarse por sus preocupaciones y percepciones.

La capacidad de utilizar el transporte público, bus-

car empleo y tener acceso a servicios públicos básicos, 

entretenimiento y educación debe considerarse estre-

chamente relacionada con el esfuerzo de seguridad 

pública. La mejoría en el área del Bronx a través de 

una intervención integral muestra el avance de las 

prácticas holísticas de servicios públicos en territo-

rios violentos, lo que también tiene ecos en programas 

territoriales similares en Medellín y Rio de Janeiro192. 

Pero intervenciones enfocadas también causan migra-

ción criminal para otras áreas y no eliminan la vulne-

rabilidad de la ciudad a economías ilícitas de manera 

importante. En paralelo a las intervenciones integrales, 

un enfoque sistémico debería considerar los vínculos 

que un territorio como el Bronx tiene con otras áreas, 

actores e instituciones. Las prioridades deben deter-

minarse en diálogo con las propias comunidades, en 

función de las áreas, los actores, las instituciones y las 

oportunidades a las que aspiran acceder. Un área esta-

ble es de poca utilidad para un habitante que no puede 

acceder a un trabajo o buscar educación profesional 

debido a la inseguridad en otro lugar o al transporte 

público deficiente.

El hecho de que Bogotá esté creciendo y se conver-

tirá en una megaciudad en el año 2030 (de acuerdo con 

pronósticos de las Naciones Unidas) es una razón para 

prestar más atención a la “oferta institucional” para las 

poblaciones de áreas marginadas. A medida que la pre-

sión poblacional crece sobre la infraestructura existente, 

crecerá también la necesidad de abordar estas deficien-

cias más allá de las áreas consideradas ‘hotspots’ de 

seguridad. De lo contrario, sus fragilidades tendrán 

implicaciones para la seguridad pública de la metrópoli 

como un todo.

Los desafíos urbanos deben ser considerados dentro 
del contexto de sus interacciones con las dinámicas 
criminales y del postconflicto: habitando una de las 

ciudades más prósperas de América del Sur, los bogo-

tanos a menudo se sienten desconectados del conflicto 

armado y la violencia que han marcado la historia de 

las áreas rurales menos desarrolladas de Colombia. El 

desafío más importante para la seguridad y el desa-

rrollo de Bogotá en los próximos años no está directa-

mente relacionado con el proceso de desmovilización 

y reintegración. Pero sí está indirectamente relacio-

nado con el final del conflicto armado con las FARC 

y el cumplimiento de los acuerdos pactados: las auto-

ridades nacionales y locales deben transitar sus prio-

ridades de seguridad de una insurgencia rural a una 

sofisticada red de actores criminales que está cada vez 

Recomendaciones de política 
pública
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más fragmentada y que se beneficia de una situación de 

invisibilidad y discreción.

La atracción de las zonas urbanas para las economías 

ilícitas (especialmente la relacionada con las drogas), 

empeorada por un reciente aumento en el consumo 

interno en Colombia, pone en riesgo la seguridad, el 

desarrollo y la gobernanza de Bogotá. Por lo tanto, las 

políticas destinadas a llevar el desarrollo socioeconó-

mico, luchar contra la pobreza y aumentar los servicios 

públicos y la infraestructura a las zonas marginadas 

deben realizarse en coordinación con las autoridades de 

seguridad a fin de maximizar el beneficio mutuo entre 

el desarrollo urbano y la seguridad.

El sector privado es un actor crucial en el vínculo 
entre las comunidades vulnerables y las oportunida-
des económicas: Uno de los vínculos más críticos en 

cualquier sistema urbano es el que existe entre las per-

sonas y sus oportunidades económicas. Para las clases 

medias y altas de las metrópolis, este vínculo a menudo 

es relativamente simple, aunque el tráfico pesado es un 

problema común. Sin embargo, dentro de las periferias 

y barrios marginales con una larga historia de margi-

nación social y económica con relación a los centros de 

riqueza y trabajo, las poblaciones enfrentan enormes 

barreras cuando intentan aprovechar las oportunida-

des económicas. Estas barreras incluyen largos tiempos 

de viaje, inseguridad (incluso en términos de violencia 

de género y acoso contra las mujeres y miembros de la 

comunidad LGBTI), prejuicio cultural y calificaciones 

insuficientes. Esta es una vulnerabilidad crítica en el sis-

tema urbano, y una que el gobierno no puede corregir 

sin el sector privado.

La contribución más importante que el sector privado 

puede hacer a la seguridad urbana en el posconflicto es 

fortalecer y expandir este vínculo crítico en el sistema: 

el que existe entre las personas y las oportunidades eco-

nómicas, también referido en este informe como capi-

tal humano. Esto va mucho más allá de simplemente 

‘empleos’ (aunque estos son muy importantes). El capi-

tal humano incluye un proceso que conduce al logro de 

una actividad económica sostenible.

Una brecha crítica que afecta el desarrollo socioeco-

nómico en todo el mundo es el fenómeno de jóvenes 

que al mismo tiempo se encuentran sin educación y 

sin empleo, algo que comúnmente se conoce como el 

fenómeno ‘ni-nis’, ni en la escuela ni en el trabajo. La 

expansión del capital humano, a través de la capacita-

ción, las becas, la ayuda en la inversión pública y los 

programas de empleos básicos, se puede entender como 

parte de los valores compartidos de las empresas hacia 

su ciudad.

Adopción de mecanismos intergubernamentales para 
la planificación y estrategia de políticas: Los departa-

mentos gubernamentales y las empresas privadas invo-

lucradas en los servicios mencionados anteriormente 

deben participar estrechamente en la planificación y 

evaluación de las políticas de seguridad pública. Esto 

debe consistir en pasos concretos y sencillos. Por ejem-

plo, se debe establecer un comité intergubernamen-

tal para seguir y evaluar las intervenciones integrales, 

como la del Bronx y otras.

A dichas reuniones asistirían representantes de 

todos los departamentos municipales con roles   en los 

servicios, la infraestructura y las oportunidades consi-

deradas fundamentales para la recuperación y la esta-

bilidad, por ejemplo, el transporte público, la policía, 

la vivienda, los servicios de agua, educación, salud, 

empleo y el sector privado. La participación del sector 

privado y la comunidad de expertos también sería bien-

venida. De esa forma, se pueden intercambiar visiones 

sobre medidas concretas y desafíos para alcanzar los 

objetivos de seguridad, incluso los aspectos sociales, 

económicos, políticos, urbanísticos y de aplicación de la 

ley. Este enfoque multidimensional sería una implanta-

ción práctica de la perspectiva sistémica a las políticas 

de seguridad. Esto no tiene por qué ser una carga para 

los empleados públicos (ya con agendas concurridas), 

ya que las reuniones pueden tener lugar de manera vir-

tual u ocurrir mensualmente.

Un insumo adicional para la planificación y la estra-

tegia es la ampliación de los indicadores de seguridad. 

Los números relacionados a homicidios (especialmente 

los intencionales) han sido ampliamente usados como 

los principales indicadores de seguridad, y hay buenas 

razones para eso (por ejemplo, el facto de que homici-

dios son más ampliamente registrados que otros tipos 

de crimen). Pero ese reporte ha identificado dinámi-

cas que apuntan a otras formas de actuación criminal 
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de alto impacto. Algunos indicadores pueden indicar 

una actuación criminal menos violenta, pero con fuerte 

presencia territorial e impacto sobre desarrollo y gober-

nanza de áreas marginadas. Por ejemplo, datos sobre 

delitos contra el patrimonio y sobre la sensación de 

seguridad entre mujeres y la comunidad LGBTI pueden 

servir como alerta sobre un ambiente de inseguridad en 

las calles. Ocupaciones ilegales y migraciones recientes 

hacia periferias son factores de riesgo que, como se ha 

mencionado en el Capítulo 2, han sido explotados por 

grupos armados ilegales para reclutamiento o extorción. 

Esas dinámicas, aunque de menor impacto a la vida 

que el homicidio, tienen alto impacto socio-económico 

en los habitantes de áreas marginadas. Por lo tanto, la 

inclusión de eses datos puede servir como insumo para 

el planeamiento por parte de varios actores guberna-

mentales involucrados en seguridad y desarrollo de 

áreas vulnerables.

Las autoridades de seguridad deben aumentar sus 
capacidades de inteligencia y comunicación para invo-
lucrarse con el sistema urbano: la Policía Metropolitana 

reconoce que “en el futuro, la sociedad exigirá que sea-

mos más eficientes en la prevención del delito, y esto 

solo se logrará teniendo una buena comunicación con las 

comunidades”193. Para aumentar su conectividad tanto 

con la población como con otros actores gubernamenta-

les, la policía debe priorizar dos procesos: inteligencia 

para la prevención del delito y policía comunitaria para 

la estabilización.

La inteligencia es fundamental para detectar e inte-

rrumpir la estructura actual de las amenazas sistémicas 

identificadas anteriormente: economías ilícitas transna-

cionales conectadas con pandillas fragmentadas y dis-

persas. Esta amenaza en red es resistente a las tácticas 

policiales tradicionales que consisten en la “decapita-

ción” de grupos criminales por medio de operaciones 

contra sus líderes. Incluso las intervenciones territoria-

les integrales tienden a dar como resultado el despla-

zamiento geográfico de las estructuras ilícitas o breves 

pausas seguidas por aumentos de la actividad (a pesar 

de que las intervenciones también traen muchos benefi-

cios a esas comunidades). Parte del problema depende 

de las autoridades a nivel nacional y la interrupción de 

organizaciones criminales más grandes (a veces trans-

nacionales). Por eso, el aumento de las capacidades 

analíticas y de recopilación de datos puede ayudar a los 

funcionarios de seguridad locales a planificar el desplie-

gue de fuerzas y adoptar un enfoque estratégico contra 

el crimen, maximizando el impacto de los recursos que 

tienen.

La vigilancia por cuadrantes ha tenido éxito al ayudar 

a reducir los delitos, pero la inteligencia debe ir más allá 

al aumentar la confianza en las comunidades y la coope-

ración de los habitantes, partiendo de un modelo de tra-

bajo coordinado más eficiente entre policía y miembros 

de las agencias de inteligencia. Este esfuerzo es tradicio-

nalmente ayudado por el uso de la policía comunitaria 

como modelo de cercanía a las comunidades más vulne-

rables. El término está rodeado de ambigüedad, con el 

significado exacto variando ampliamente entre países. 

Las agencias de desarrollo y los países donantes que 

trabajan en regiones afectadas por conflictos normal-

mente han considerado la vigilancia comunitaria como 

la adaptación de la aplicación de la ley a las necesida-

des e intereses de comunidades locales específicas.194 

Esta definición proporciona una excelente conexión con 

nuestra idea de los sistemas urbanos, ya que hace un 

llamamiento a las fuerzas locales para que se relacio-

nen con las comunidades al definir los problemas que 

más afectan sus conexiones sociales, económicas y de 

otro tipo con otras áreas. Este mayor compromiso con 

las comunidades más vulnerables también contribuiría 

al esfuerzo de inteligencia (un tipo específico llamado 

‘inteligencia humana”, o sea, informaciones colectadas 

por medio de interacciones entre personas), alimen-

tando la información sobre las necesidades y aspiracio-

nes de las poblaciones locales más allá de la seguridad, 

incluidos los servicios públicos, la infraestructura y las 

oportunidades económicas.
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